5.1. LA POTESTAD SANCIONADORA DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS

I.- Introducción, concepto y encaje constitucional de la potestad sancionadora y de la sanción administrativa. II.- Explicaciones de la dualidad Derecho Penal-potestad sancionadora de las Administraciones públicas. III.- La articulación técnico-jurídica entre el Derecho Penal y la potestad sancionadora. IV. Principios sustantivos de la potestad sancionadora: A) Principio de tipicidad; B) Principio de reserva de Ley; C) Principio de irretroactividad de las normas sancionadoras desfavorables y retroactividad de las favorables; D) Principio de culpabilidad; E) Principio de proporcionalidad; F) Principio de presunción de inocencia; y G) Principio de prescripción. V.- Derechos y garantías (también principios) procesales del inculpado ante la potestad sancionadora. VI.- Procedimiento sancionador. VII.- Los tipos de sanción administrativa; las medidas accesorias y la responsabilidad civil derivada de la sancionadora. VIII. Cumplimiento, ejecución e impugnación de las sanciones.

I.- INTRODUCCIÓN, CONCEPTO Y ENCAJE CONSTITUCIONAL DE LA POTESTAD SANCIONADORA Y DE LA SANCIÓN ADMINISTRATIVA
1. Entendemos por potestad sancionadora de las Administraciones públicas el poder con que cuentan éstas para imponer determinados castigos a aquellas personas físicas o jurídicas que han realizado conductas antijurídicas tipificadas como infracción administrativa.

2. Sanción administrativa es el castigo infligido por tales administraciones en ejercicio de dicha potestad.

3. Su actual encaje constitucional se encuentra en el art. 25.1 CE, que dice que

-nadie puede ser sancionado (o condenado –con referencia aquí a la potestad penal-) por acciones u omisiones 

-que, en el momento de producirse, no constituyan infracción administrativa (delito o falta –con referencia aquí a la potestad penal-)
-según la legislación vigente en aquel momento.


Pero también se alude a tales sanciones, en el art. 45, al contemplar tanto sanciones penales como sanciones administrativas por atentados contra el medio ambiente.
II.- EXPLICACIONES DE LA DUALIDAD SANCIONES ADMINISTRATIVAS Y SANCIONES PENALES

Podemos destacar las siguientes:
A) La herencia histórica.


1. Tras la legalización y judicialización del Derecho penal que se plasmó en los Códigos de la Revolución Francesa y de la etapa napoleónica (Código de 1791, sustituido por el de 1810), la restauración monárquica producida a partir de 1814 

-adoptó ese nuevo sistema represivo legalizado y judicializado, 

-pero sin abandonar sus propios poderes sancionadores.


 2. En España, se acoge nuevo sistema penal con el Código de 1848 (pues el Código Penal liberal de 1822 tan sólo estuvo vigente un año), en el que las penas quedan judicializadas, pero pervive la potestad sancionadora sustentada especialmente en el Real Decreto de Competencia del 31 de octubre de 1849, dictado previo dictamen del Consejo de Estado, que lo justifica 

-en el principio de separación de poderes, que separa Administración y Justicia

-y en el ejercicio de la autoridad ha de ser libre y desembarazado.


Pervive con la Dictadura del General Primo de Rivera, con la II República y sus respectivas leyes de defensa de la República y de orden público y con el Régimen de Franco, utilizándose incluso como medio de represión de la oposición política.


Y nuestra Constitución de 1978 ha mantenido dicha dualidad sin ofrecer criterios objetivos, sustantivos, que la justifiquen.

Los criterios de distinción actuales de nuestro Ordenamiento jurídico son: 

-la distinta autoridad que las impone (jueces y magistrados, las penales, y autoridades administrativas, las de este tipo); 

-la diferente finalidad que se persigue (dado que la Constitución fija como finalidad de las penas la reeducación y la reinserción social y tal fin no opera en las sanciones administrativas, que tan sólo obedecen a un objetivo de castigo); 

-criterios meramente cuantitativos recogidos en el Código Penal, al establecer el umbral mínimo para los delitos en materia tributaria (más de 120.000 euros, según su art. 305); en materia de Seguridad Social (más de 50.000 euros, según su art. 307); y por defraudación a los presupuestos generales de la Unión Europea u otros administrados por ésta (más de 4.000 euros, según su art. 306.2).

-la mayor expeditividad de las sanciones administrativas frente a las sanciones penales.

B) La progresiva despenalización de las infracciones consideradas de menor importancia, que pasan a convertirse en sanciones administrativas, es otra razón justificativa de éstas.

Tuvo ya manifestaciones en la redacción inicial del Código Penal de 1995, por influencia del fenómeno despenalizador llevado a cabo en algunos países europeos (como Alemania e Italia), por influencia norteamericana. 


Pero ha tenido su culminación en Ley Orgánica 1/2015 que ha suprimido las faltas. En su Exposición de Motivos (Epígrafe I, párrafo 4) se explica lo siguiente: “se suprimen las faltas que históricamente se regulaban en el Libro III del Código Penal, si bien algunas de ellas se incorporan al Libro II del Código reguladas como delitos leves. La reducción del número de faltas –delitos leves en la nueva regulación que se introduce– viene orientada por el principio de intervención mínima, y debe facilitar una disminución relevante del número de asuntos menores que, en gran parte, pueden encontrar respuesta a través del sistema de sanciones administrativas y civiles”.
C) La creación de Comisiones reguladoras como Administraciones independientes, en los principales sectores económicos (por influencia del Derecho de la Unión Europea, influido, a su vez, por el Derecho Norteamericano), para separar, en dichos ámbitos, los operadores de los reguladores, con el fin de evitar monopolios y garantizar la libre competencia. Y ello, porque a tales Comisiones reguladoras se les reconoce, entre sus funciones, potestad administrativa sancionadora. 

El mayor exponente en España de esta figura es la Comisión Nacional de los Mercados y de la Competencia, creada por Ley 3/2013 a parar reagrupar las Comisiones reguladoras anteriores en los sectores de la competencia; de la energía; de las telecomunicaciones; postal; ferroviario; aeroportuario; y de los medios audiovisuales.
D) La descentralización política introducida en España por nuestra Constitución de 1978, ya que las Comunidades autónomas han asumido potestad sancionadora administrativa en todos sus ámbitos competenciales, generando una proliferación de la misma.


Y es que la jurisprudencia constitucional ha reconocido a todas las Comunidades Autónomas: 

-potestad normativa sancionadora conexa a sus competencias sustantivas sectoriales asumidas en sus Estatutos y 

-potestad ejecutiva sancionadora, como parte integrante de su competencia de ejecución en los distintos ámbitos materiales.
III.- LA ARTICULACIÓN TÉCNICO-JURÍDICA DE LA DUALIDAD DERECHO PENAL Y POTESTAD SANCIONADORA DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS
A) LA APLICACIÓN DE LOS PRINCIPIOS GENERALES DEL DERECHO PENAL A LA POTESTAD SANCIONADORA.


1.  Hasta la ley reguladora de la jurisdicción contencioso-administrativa de 1956, no eran recurribles las sanciones administrativas, por considerarse actos políticos o actos discrecionales. 


2. A partir de dicha Ley de 1956, ya son recurribles, pero condicionado a la ejecución previa de la sanción (solve et repete –paga y después reclama-) y a la posibilidad de reforma para peor (reformatio in peius), así como con reconocimiento de una presunción de veracidad de la decisión administrativa en lugar de la presunción de inocencia del presunto infractor, entre otros aspectos.

3. A partir de las Sentencias del TS de 2 y 25 de marzo de 1972 se afirma la aplicación al Derecho sancionador administrativo de los principios generales del Derecho Penal con ciertos matices.

4. Nuestra Constitución y la jurisprudencia constitucional hasta 1990 mantiene esta aplicación (SSTC 2/1981 y 18/1981), pero con dos tipos de consideraciones importantes:


a) no son aplicables algunos de estos principios como el de reserva de ley de manera retroactiva para considerar nulas e inaplicables disposiciones reglamentarias respecto de las cuales esa exigencia formal no existía antes de la Constitución (por todas, STC 69/1989, FJ 1, párrafo segundo).

b) la consideración de que los principios de tipicidad y reserva de Ley se relajarán y debilitarán en el caso de las denominadas “relaciones de supremacía especial”, base de la potestad disciplinaria.


5. La STC 61/1990 produce un giro exponencial, porque sostiene que siempre serán exigibles los principios de tipicidad y reserva de Ley, de modo que en materia de “relaciones especiales de sujeción” lo que procede es una adaptación y no supresión de dichos principios penales, sin posibilidad, además, de restricción de derechos fundamentales.

6. La Ley 30/1992 (art. 127 y ss.) pretendió clarificar la aplicación de dichos principios al ámbito sancionador administrativo, aunque su Reglamento de 1993 (RD 1398/1993), según E. GARCÍA DE ENTERRÍA, lo que hizo fue enturbiar dicha aplicación.


Y las leyes 39/2015 y 40/2015 han mantenido la inclusión de los principios sustantivos y procesales o procedimentales (art. 25 y ss. de la Ley 40/2015 y arts. 53.2; 63 y 64; 85, 89 y 90 de la Ley 39/2015), con algunas innovaciones que mencionaremos al exponerlos.

B) EL PRINCIPIO NON BIS IN IDEM Y SU APLICACIÓN A LAS RELACIONES ENTRE LA POTESTAD PENAL DEL ESTADO Y LA POTESTAD SANCIONADORA ADMINISTRATIVA.

1. Estamos ante un principio constitucional implícito (STC 2/1981, FJ. 4º), que deriva del principio de tipicidad y reserva de Ley del art. 25.1. CE; por lo que tiene rango constitucional.


2. Posee una doble vertiente (destacada ya en la STC 77/1983, FJ 4): 

-material, que prohíbe ser sancionado dos veces por la misma infracción con las 3 identidades que veremos, y 

-procesal, que implica la imposibilidad de que se mantengan dos procedimientos o procesos sancionadores por la misma infracción, si se dan esas tres identidades.

3. 
Exige las tres identidades de hechos, sujetos y fundamento (para excluir la dualidad de sanciones y de procedimientos), como destacó la STC 234/1991, recogió el art. 133 de la Ley 30/1992 y recoge hoy el art. 31.1 de la Ley 40/2015.


Pero, como indica la STC 234/1991 (FJ 2, párrafo 4º) la dualidad de fundamento se identifica en consecuencia con la dualidad normativa. Es decir, que la normativa que la impone pueda justificarse porque contempla los mismos hechos desde la perspectiva de un interés jurídicamente protegido que no es el mismo que aquel que la primera sanción intenta salvaguardar o, si se quiere, desde la perspectiva de una relación jurídica diferente entre sancionador y sancionado.

4. Excluye la dualidad (de sanciones y procedimientos) no sólo entre el ámbito penal y el administrativo, sino también dentro del ámbito penal o dentro del ámbito administrativo (SSTC 188/2005, FJ 2.b, y 77/2010, FJ 4.c) o incluso en el seno de un único procedimiento (STC 48/2007 y las que cita), o sea:

-dos o más sanciones en el ámbito penal

-dos o más sanciones penales y administrativas generales

-dos o más sanciones disciplinarias

-incluso en el mismo procedimiento.

     Así se excluyen dos o más sanciones disciplinarias, con las 3 identidades, en la STC 188/2005, FJ 6, párrafo 1, declarando la inconstitucionalidad de la tipificación como falta disciplinaria muy grave el haber sido sancionado por la comisión de tres o más faltas graves en el período de un año.


5. Admite la compatibilidad de una sanción penal y una sanción disciplinaria no en cualquier caso, sino siempre que (SSTC 188/2005, FJ 2.d y STC 234/1991, FJ 2, párrafo 6)):

-el interés jurídicamente protegido sea distinto en ambos ámbitos (o sea distinto fundamento
-la sanción sea proporcionada a la diversa protección de intereses.

Así la STC 234/1991 declara compatible una sanción penal y una sanción disciplinaria a un policía gubernativo; la segunda de traslado forzoso, porque la policía no puede cometer acciones delictivas frente a las cuales tiene que proteger a los ciudadanos.

6. Admite la compatibilidad de sanciones penales y sanciones administrativas rescisorias de actos administrativos favorables (permiso de conducir), salvo que estén previstas penas accesorias coincidentes con tales sanciones administrativas (E. GARCÍA DE ENTERRÍA y TOMÁS-RAMÓN FERNÁNDEZ, 2011b, p. 179).

7. Si ya ha sido impuesta una sanción por un órgano de la Unión Europea y el órgano nacional español va a imponer otra por lo mismos hechos, pero no con el mismo fundamento y sujetos, graduará la impuesta en España con posibilidad de minoración, sin perjuicio de declarar la comisión de tal infracción (art. 31.2 de la Ley 40/2015). Es decir, no juega el non bis in idem, pero, al menos, se contempla la graduación a la baja de la 2ª sanción impuesta.
C) LA PREFERENCIA DEL JUEZ PENAL PARA ENJUICIAR HECHOS QUE PUEDEN SER CONSTITUTIVOS TANTO DE ILÍCITOS PENALES COMO DE INFRACCIONES ADMINISTRATIVAS ES OTRO ASPECTO DE LA RELACIÓN ENTRE AMBAS POTESTADES SANCIONADORAS.

1. Ya había sido declarado por la STC 77/1983, FJ 4 (y posteriores como la 2/2003 y 177/1999) y dispone ahora el art. 77.4 de la ley 39/2015 la vinculación de la Administración que tramita un procedimiento sancionador a los hechos declarados probados en virtud de resolución judicial penal firme.


2. El art. 94.3 de la Ley 7/2007, del estatuto básico del empleado público –EBEP- (hoy RDLegis. 5/2015), en relación con el procedimiento sancionador disciplinario del personal al servicio de las Administraciones públicas, impone, a pesar de su compatibilidad con el principio bis in idem, la suspensión del procedimiento, si hay indicios fundados de criminalidad (es decir de ser constitutivo de delito).


A diferencia de lo que dice el art. 23 del RD. 33/1986, de régimen disciplinario de los Funcionarios de la Administración del Estado, que no contemplaba tal suspensión, salvo en el caso específico de los hechos que pudieran ser constitutivos de algunos de los delitos cometidos por los funcionarios públicos tipificados en los títulos II y VII del Libro 2º del Código Penal. Precepto que, a pesar de no haber sido derogado, no se aplica, por estar en contradicción con el art. 94.3 del RDLegis. 5/2015.

El art. 415.2 de la Ley Orgánica 6/1985, del Poder Judicial, recoge lo mismo que el EBEP, con respecto a procedimientos disciplinarios incoados a Jueces y Magistrados, indicando que la incoación de un procedimiento penal no será obstáculo para la iniciación de un expediente disciplinario por los mismos hechos, pero no se dictará resolución en éste hasta tanto no haya recaído sentencia o auto de sobreseimiento firmes en la causa penal.


3. Y para el procedimiento sancionador general, tal suspensión estaba prevista en el art. 7 del RD 1398/1993, hasta que recayese resolución en el procedimiento penal, si los hechos eran constitutivos de ilícito penal. Las leyes 39/2015 y 40/2015 que lo han derogado no dicen nada al respecto, pero cabe llegar a la misma solución por vía interpretativa, por aplicación de la citada jurisprudencia constitucional (STC 77/1983 y posteriores) y por el citado art. 77.4 de la ley 39/2015, al establecer la vinculación a la Administración a los hechos declarados probados en virtud de resolución judicial penal firme.
D) SI EN EL CONTROL POR LA JURISDICCIÓN CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA DE LAS SANCIONES ADMINISTRATIVAS IMPUGNADAS SE PLANTEA UNA CUESTIÓN PREJUDICIAL PENAL HABRÁ QUE ESTAR AL ART. 10 DE LA LOPJ.


 Prevé tal precepto que determinará la suspensión del procedimiento contencioso-administrativo mientras aquélla no sea resuelta por los órganos penales a quienes corresponda, si trata de una cuestión prejudicial de carácter penal

-de la que no pueda prescindirse para la debida decisión 

-o que condicione directamente el contenido de ésta.
E) SUPUESTOS ESPECIALES RELACIONADOS CON LAS RELACIONES DE SUPREMACÍA ESPECIAL.


a) La potestad sancionadora disciplinaria diferenciada de la sancionadora general.

1. Se ejerce sobre supuestos de relaciones de sujeción especial. Para E. GARCÍA DE ENTERRÍA Y TOMÁS RAMÓN FERNÁNDEZ, éstos son los que afectan al
-al personal al servicio de las Administraciones públicas; 
-los usuarios de ciertos servicios públicos (alumnos de enseñanzas universitarias y no universitarias, internados en establecimientos sanitarios y reclusos).

-los miembros de las profesiones tituladas integrados en Colegios profesionales.

2. La especialidad consiste en la posibilidad de que no se aplique el principio non bis in idem, permitiendo la compatibilidad de sanciones penales y sanciones disciplinarias por los mismos hechos, siempre que tengan un fundamento distinto y la sanción sea proporcionada a la distinta protección de intereses. 

3. Ya no se admiten excepciones a los principios de tipicidad y reserva de ley, como hemos visto, a partir de la STC 61/1990, pero sí su adaptación.
4. La Ley 30/1992 excluía de su ámbito de aplicación tales sanciones (Disposición Adicional Octava). Sin embargo, la Ley 40/2015 (art. 25.3) dispone explícitamente que los principios de la potestad sancionadora son extensivos a la potestad disciplinaria respecto del personal al servicio de las Administraciones públicas, cualquiera que sea la naturaleza jurídica de la relación de empleo.

b) La potestad disciplinaria en el ámbito militar.

1. Está regulada por Leyes orgánicas específicas: la Ley Orgánica 8/2014 el régimen disciplinario de las Fuerzas Armadas y la Ley Orgánica 12/2007, reguladora del régimen disciplinario de la Guardia Civil, con tipificación de infracciones diferenciadas de las del resto del personal al servicio de las administraciones públicas.
2. Cuenta con un orden judicial específico: el orden contencioso-disciplinario militar, con su Sala específica en el Tribunal Supremo (la Sala Quinta), regulado por la Ley Orgánica 2/1989, Procesal Militar.

3. Incluye sanciones privativas de libertad prohibidas por la Constitución para la Administración civil, que pueden ser de arresto en domicilio, en la unidad y en establecimiento disciplinario militar, como veremos.


c) Las sanciones rescisorias, de carácter temporal o definitivo, de actos administrativos favorables que habilitan para el ejercicio de derechos o actividades.
1. Se trata de la revocación-sanción de autorizaciones administrativas, por la comisión de infracciones desde la titularidad de dichas autorizaciones (retirada del permiso de conducción; retirada del permiso de caza; revocación de autorizaciones para ejercer actividades de crédito y de seguro; y clausura de locales o instalaciones, por infracciones en los respectivos ámbitos).

2. No están afectadas por el principio non bis in idem (E. GARCÍA DE ENTERRÍA y TOMÁS-RAMÓN FERNÁNDEZ, 2011b, p. 179), salvo cuando la revocación del acto administrativo esté contemplada como sanción penal accesoria de la pena principal (por ejemplo, retirada del permiso de conducción, como pena accesoria).


d) Las sanciones del ámbito tributario.

1. La STC 76/1990 (FJ 3) parece calificar la relación tributaria como una relación especial de sujeción, pues tal sujeción y colaboración con la Administración tributaria para el sostenimiento de los gastos públicos justifica por su indiscutible y esencial interés público: 

-la imposición de limitaciones legales al ejercicio de los derechos individuales
-y potestades específicas de los poderes públicos para la efectividad del cumplimiento del deber constitucional por los contribuyentes.

2. Pero E. GARCÍA DE ENTERRÍA y TOMÁS-RAMÓN FERNÁNDEZ discrepan por considerar que:
-la STC 61/1990 exige, incluso desde la perspectiva de las relaciones de supremacía especial la plena aplicación de los principios provenientes del Derecho Penal y que no se restrinjan derechos fundamentales.
-como ya antes el TEDH ha aplicado las exigencias comunes del art. 6.1 del Convenio Europeo de Derechos Humanos tanto a funcionarios (incluso militares STEDH de 1976, caso Engel) como a miembros de organizaciones profesionales (STEDH de 1981, caso Le Compte) y a presos (STEDH de 1984, caso Campbell y Fell).

-tal aplicación de los principios penales es aquí muy clara porque la continuidad de las infracciones administrativas y penales dependen meramente de la cuantía de la cantidad defraudada (más de 120.000 euros supone infracción penal y hasta tal cantidad, infracción administrativa, según el art. 305 CP).
-La LGT 2003 proclama la plena aplicación de los principios sustantivos penales a las infracciones administrativas y sanciones tributarias (art. 178.2).
-y porque doctrinalmente la potestad tributaria es una potestad general que da lugar a relaciones de supremacía general (E. GARCÍA DE ENTERRÍA y TOMÁS-RAMÓN FERNÁNDEZ)

IV. PRINCIPIOS SUSTANTIVOS DE LA POTESTAD SANCIONADORA
A) LOS PRINCIPIOS DE TIPICIDAD Y TAXATIVIDAD.
1. Significa la necesidad de PREVIA PREVISIÓN NORMATIVA de infracciones y sanciones CON LA MAYOR PRECISIÓN POSIBLE (SSTC 242/2005, FJ 2), SIN MATIZAR EL RANGO DE LA NORMA (ley o reglamento) PARA QUE 
-LA EFECTIVIDAD NO DEPENDA DE UNA DECISIÓN PRÁCTICAMENTE LIBRE Y ARBITRARIA DEL INTÉRPRETE Y JUZGADOR (por todas, SSTC 100/2003, FJ 2)
-LOS CIUDADANOS PUEDAN CONOCER DE ANTEMANO el ámbito de LO PROHIBIDO y prever, así, las consecuencias de sus acciones” (SSTC 242/2005, FJ 2, párrafo 3).
Y así se expresa como la exigencia de 

-predeterminación normativa 

-de las conductas constitutivas de infracción; 

-de las sanciones correspondientes; 

-de la escala de sanciones; 

-de la graduación de dichas sanciones; y 

-de la correlación entre infracciones y sanciones, 

-que permita predecir con suficiente grado de certeza 

-si una conducta constituye infracción administrativa y 

-el tipo de sanción (y grado de la misma) que puede ser impuesta por tal conducta, en caso de que constituya infracción (así lo recoge en STC 219/1989, FJ 4, párrafo primero)

2. Está recogido en el art. 25.1 CE, al prohibir “sanciones por infracciones administrativas que no lo fueran según la legislación vigente en cada momento” (SSTC 101/1988, FJ 3). Y deriva del 

-principio general de libertad (sobre el que se organiza el Estado de Derecho), que impone que las conductas sancionables sean una excepción a la regla general de la libertad y, en tanto que excepción, deben estar totalmente delimitadas por el Ordenamiento jurídico, ya que la libertad de la regla general de lo no prohibido.

-principio de seguridad jurídica, proclamado por el art. 9.3 CE, que exige que los ciudadanos puedan predecir con certeza las consecuencias de sus actos, dado que la seguridad jurídica es aquí saber a qué atenerse.


Lo recoge ahora también el art. 27.1 de la Ley 40/2015, diciendo que “sólo constituyen infracciones administrativas las vulneraciones del ordenamiento jurídico previstas como tales infracciones […]. Y el art. 27.2 respecto de las sanciones, al indicar que “únicamente […] podrán imponerse sanciones […] delimitadas por la Ley”.

3. Excluye la aplicación analógica de las normas delimitadoras de infracciones y sanciones, como recoge el art. 27.4 de la Ley 40/2015, dentro de rúbrica del principio de tipicidad.


Invocó el TC esta prohibición para declarar inconstitucional la interpretación amplia del tipo incumplimiento de los deberes y obligaciones del funcionario basada en la diferencia del criterio interpretativo de las normas en un asunto por el superior respecto del inferior sancionado (inspector de trabajo), en STC 182/1990.


Es que la STC 229/2007 (FJ 4, párrafo 2) recuerda que en el ámbito penal está vedada la interpretación extensiva y la analogía in malam partem, es decir, la exégesis y aplicación de las normas fuera de los supuestos y de los límites que ellas mismas determinan, pues, en caso contrario las mismas se convertirían en fuente creadora de delitos y penas y, por su parte, el aplicador de la nueva norma así obtenida invadiría el ámbito que sólo al legislador corresponde, en contra de los postulados del principio de división de poderes. Y lo aplica al ámbito sancionador.
4. Excluye la tipificación a través de TIPOS GENÉRICOS O INDETERMINADOS, de cláusulas generales o indeterminadas de infracción. O sea, como hemos dicho al principio, que no se admiten constitucionalmente FORMULACIONES TAN ABIERTAS POR SU AMPLITUD, VAGUEDAD O INDEFINICIÓN, que la efectividad dependa de una decisión prácticamente libre y arbitraria del intérprete y juzgador
a) La STC 162/2008 rechazó el tipo legal “incumplimiento de cualquier otra prescripción reglamentaria no incluida en los apartados anteriores”, pues la pura remisión a los reglamentos, sin más acotaciones dificulta de tal modo el conocimiento de lo prohibido —al exigir la búsqueda de los reglamentos aplicables y de las normas que en ellos establecen obligaciones— que permite afirmar ya desde la norma de remisión que no queda salvaguardado suficientemente el valor de la seguridad jurídica al que sirve, entre otros, la proclamación del art. 25.1 CE.

b) Sin embargo sí ha admitido la jurisprudencia del TC la remisión en una tipificación de una ley a otros preceptos legales de otras leyes donde se recoja la infracción (SSTC 341/1993 FJ 10), por considerar que en tales casos era posible conocer de antemano por los destinatarios de las normas el ámbito de lo proscrito y prever, así, las consecuencias de sus acciones.
5. Lo que sí admite el principio es la tipificación mediante “conceptos jurídicos indeterminados”. Según la STC 69/1989 el principio de tipicidad es compatible con la utilización por legislador de conceptos jurídicos indeterminados (en el caso enjuiciado, “desobediencia o irrespetuosidad a los superiores o autoridades”)
-siempre que su concreción sea razonablemente factible en virtud de criterios lógicos, técnicos o de experiencia 
-y permitan prever, por consiguiente, con suficiente seguridad, la naturaleza y las características esenciales de las conductas constitutivas de la infracción tipificada.
B) PRINCIPIO DE RESERVA DE LEY.
1. Supone que la predeterminación normativa de las conductas determinantes de infracción y de las sanciones correspondientes ha de hacerse con normas con rango de ley. 

Así lo indica la jurisprudencia del TC, que lo califica como “garantía formal” del principio de legalidad, para distinguirla de la “garantía material” del mismo, con referencia a la “predeterminación normativa” de infracciones y sanciones, que, como hemos visto es el principio de tipicidad (SSTC 42/1987 FJ 2, primer párrafo).

Y lo llega a justificar la jurisprudencia constitucional en el “carácter excepcional que los poderes sancionatorios en manos de la Administración presentan” (STC 42/1987, FJ 2, párrafo tercero).

2. 
Sólo cabe el reglamento ejecutivo, siguiendo la doctrina del “complemento indispensable”, como dice el art. 27.3 de la Ley 40/2015,

-para introducir especificaciones y graduaciones al cuadro de infracciones y sanciones que contribuyan a la más correcta identificación y determinación de las mismas, 
-pero sin constituir nuevas infracciones o sanciones, 
-ni alterar la naturaleza o límites de las infracciones o sanciones que la ley contempla.
3. No son posibles las regulaciones reglamentarias

-independientes, o sea sin cobertura legal específica (SSTC 26/2005, FJ 3)
-o que pretendan ampararse en cláusulas de deslegalización por remisión inespecífica (es decir en las que una Ley no establece una regulación mínima y lo que hace es dejar totalmente libre al reglamento para que tipifique las infracciones y las sanciones). Pues, como recoge la STC 3/1988, FJ 9, párrafo 2, deben quedar en la Ley «suficientemente determinados los elementos esenciales de la conducta antijurídica... y naturaleza y límites de las sanciones a imponen».
   Esto para las sanciones generales, pues la STC 219/1989 sí que admite remisión inespecífica con mera autorización legal, aun sin ningún contenido mínimo de infracciones y sanciones, en el caso de las sanciones disciplinarias impuestas por los Colegios profesionales a sus miembros.  
4. Pero no es aplicable la reserva de ley de manera retroactiva para considerar nulas e inaplicables disposiciones reglamentarias respecto de las cuales esa exigencia formal no existía antes de la Constitución (por todas, STC 69/1989, FJ 1, párrafo segundo, y las que cita).
5. En relación con los reglamentos de la Administración local, hasta la STC 132/2001 prevaleció el criterio de que no podían tipificar infracciones o sanciones y estaban sometidos a las mismas reglas que el resto de los reglamentos. 


Y la STC 132/2001 acabó por declarar que la reserva de ley es más flexible en relación con los entes locales que con respecto al resto de las Administraciones públicas, por los dos mismos tipos de razones que, en la STC 233/1999, lo hizo, en materia tributaria, con respecto a las tasas y precios públicos: a) se aprueban por un órgano —el Pleno del Ayuntamiento— de carácter representativo; y b) por la garantía local de la autonomía local (arts. 137 y 140 CE), que impide que la ley contenga una regulación agotadora de una materia donde está claramente presente el interés local. 

Sin embargo, subraya que la reserva de ley en materia sancionadora es más fuerte, de modo que: 
a) En relación con las infracciones, la ley debe fijar, al menos, los criterios mínimos de antijuricidad, conforme a los cuales los entes locales pueden establecer tipos de infracciones mediante ordenanzas. No se exige que la ley defina los tipos, ni siquiera tipos genéricos, sólo criterios mínimos. 
b) Y, en relación con las sanciones, la ley debe establecer, al menos, las clases de sanciones posibles. No se exige que la ley establezca una sanción para cada grupo de ilícitos, sino la relación de las posibles sanciones que cada Ordenanza Municipal puede predeterminar.

Ha sido la Ley 57/2003 (la misma que regula el régimen especial de las grandes poblaciones), que modificó la ley 7/1985, la que ha establecido 
a) los criterios para la tipificación de infracciones 
b) y los límites de las sanciones económicas, distinguiendo entre sanciones para infracciones muy graves, para infracciones graves y para infracciones leves. 

El art. 27.1 de la Ley 40/2015 destaca que la exigencia tipificación de infracciones por norma con rango de Ley lo será sin perjuicio de lo dispuesto para la Administración Local (que es lo que acabamos de citar)

6. Para que una Administración pública pueda ejercer la potestad sancionadora, exige, por último, el principio de reserva de ley que, tal potestad tiene que haberle sido expresamente atribuido por norma con rango de ley (hoy art. 25.1 de la Ley 40/2015)

Sin embargo, para la distribución de competencias del ejercicio de dicha potestad entre los órganos administrativos concretos, basta ya la atribución a los órganos administrativos concretos por norma reglamentaria. Dice el art. 25, puntos 1 y 2, de la Ley 40/2015 que corresponde su ejercicio al órgano que la tenga expresamente atribuida por disposición legal o reglamentaria.
7. La potestad sancionadora disciplinaria se entendió, en un principio, exenta de la exigencia de la habilitación con norma rango de ley, porque, según la Ley 30/1992 no le era aplicable el título IX de la Ley 30/1992. 

La STC 61/1990 había exigido la aplicación de los principios del Derecho Penal incluido el de reserva de ley, pero con adaptaciones, sin dejar claro el alcance de lo anterior. Y por ello existen Sentencias del TS tanto que dicen que basta la mera habilitación sin contenido material alguno (STS de 16/3/2001) y otras que es necesario un contenido legal mínimo (STS de 15/1/2009).

Sin embargo, el art. 94.1, letra a, de la Ley 7/2007, del Estatuto del Empleado Público, dijo que la potestad de las Administraciones públicas para corregir las infracciones del personal a su servicio estaba sometida al principio de legalidad (hoy, mismo art. del RDLeg. 5/2015). 

Y la Ley 40/2015 dice, en el artículo titulado “Principio de Legalidad” que las disposiciones del capítulo de los principios de la potestad sancionadora serán extensivas al ejercicio por las Administraciones públicas de su potestad disciplinaria respecto del personal a su servicio, cualquiera que sea la naturaleza jurídica de su relación de empleo (art. 25.3). Esto parece indicar claramente que le afecta la prohibición del art. 27.3 de la Ley 40/2015 de que el reglamento constituya nuevas infracciones o sanciones.
C) PRINCIPIO DE IRRETROACTIVIDAD DE LAS NORMAS SANCIONADORAS DESFAVORABLES Y RETROACTIVIDAD DE LAS FAVORABLES. 
1. El art. 9.3 CE proclama el principio de “irretroactividad de las normas sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales”.
2. También está recogido en el art. 25.1 CE, al incluir los sintagmas “en el momento de producirse” y “según la legislación vigente en aquel momento”.

“Nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones que ‘en el momento de producirse’ no constituyan delito, falta o infracción administrativa, ‘según la legislación vigente en aquel momento’.

3. Y la retroactividad de las normas sancionadoras más favorables se recoge explícitamente en el art. 26 de la Ley 40/2015:

“1. Serán de aplicación las disposiciones sancionadoras vigentes en el momento de producirse los hechos que constituyen infracción administrativa.

“2. Las disposiciones sancionadoras producirán efecto retroactivo en cuanto favorezcan al presunto infractor”.

Y ha añadido también la Ley 40/2015 a lo previsto anteriormente por la derogada Ley 30/1992 que la citada retroactividad no sólo afecta a la tipificación de la infracción como a la sanción, sino también 

-a sus plazos de prescripción, 

-incluso respecto de las sanciones pendientes de cumplimiento al entrar en vigor la nueva disposición.
D) PRINCIPIO DE CULPABILIDAD. 
1. Supone que para que se pueden imponer una sanción administrativa a una persona no basta que haya realizado la acción antijurídica propia de la infracción administrativa, sino que además tiene que concurrir dolo o culpa del infractor.


La jurisprudencia del TS identifica dolo con intencionalidad y culpa con negligencia (STS de 14/10/2005).
2. Constituye un principio general del Derecho constitucional implícito derivado del principio de presunción de inocencia del art. 24.2 CE, como ha declarado la STC 31/1981, pues, para romper la presunción de inocencia, se exige una actividad probatoria de cargo que acredite la culpabilidad. 
3. El derogado art. 130.1 de la Ley 30/1992 decía lo siguiente: “podrán ser sancionadas las personas […] que resulten responsables aun a título de simple inobservancia”. Este último inciso parecía apuntar a la admisión de la responsabilidad objetiva, que no requería dolo o culpa.


Pero ya E. GARCÍA DE ENTERRÍA y TOMÁS-RAMÓN FERNÁNDEZ recordaron que la STC 76/1990 enjuició precisamente un supuesto semejante en el que, en la reforma de 1985 de la Ley 230/1963, General Tributaria, se suprimió el término “voluntarias”, al referirse a las infracciones. Y dicha Sentencia declaró que tal supresión no suponía la exclusión de la exigencia de la concurrencia de dolo, culpa o negligencia graves. Por tanto, esto mismo podía predicarse del art. 130.1 de la Ley 30/1992 en relación con el sintagma “aun a título de simple inobservancia”.


Y, más tarde, la STS de 31/10/2007 declaró, en relación con el citado art. 130.1 de la Ley 30/1992, que tal precepto no eximía de la exigencia de dolo, culpa o negligencia graves.


La nueva Ley 40/2015 ya exige expresamente, en su art. 28.1, la incidencia de dolo o culpa.
4. La culpabilidad viene excluida cuando el presunto infractor incurre en error de Derecho –singularmente el error invencible- (como ha destacado la misma STC 76/1990, FJ. 4, letra C). 

Para que exista error de Derecho se exige que la actuación se funde en una interpretación razonable y no descabellada, como recoge la jurisprudencia del TS (STS de 30/1/2008) y hoy el art. 179.2, letra e, de la LGT 2003. 

Así, se ha apreciado falta de culpabilidad (por error de Derecho, calificado así explícita o implícitamente) cuando la actuación de inculpado se ha apoyado en la interpretación asumida en sentencias previas de un órgano jurisdiccional (STS 9/12/2009); o en una conducta anterior de tolerancia por la Administración (que otorgó incluso autorizaciones administrativas) de la actividad considerada ahora como infracción (STS de 23/12/1997); o en la ausencia de un criterio firme de la Administración en torno a la legalidad de la actuación imputada (STS de 25/6/1997).  

En cuanto a la carga de acreditar la interpretación razonable, existen Sentencias del TS en dos direcciones distintas: la que exige que sea el presunto infractor el que la acredite y la que indica que la carga de la acreditación de lo contrario es de la Administración. 

En la STS de 29/5/2013 se invocó por el recurrente la aplicación del error vencible o invencible del art. 14 del Código Penal como inhibidora de la culpabilidad y el TS declara que no incide en el caso enjuiciado en consideración a los hechos concurrentes, pero que “la alegación de la recurrente podría ser tomada en consideración” si las circunstancias hubieren sido otras.

5. Se contempla no sólo la responsabilidad sancionadora de las personas físicas, sino también 
-de las personas jurídicas, 

-y de los grupos de afectados, las uniones y entidades sin personalidad jurídica y los patrimonios independientes o autónomos, cuando una Ley les reconozca capacidad de obrar
en el art. 28.1 de la Ley 40/2015.


Ya había sido recogido, en el ámbito sancionador administrativo, por la Ley 24/1988, del mercado de valores (derogada y sustituida hoy por el RDLeg. 4/2015, Texto Refundido de dicha Ley). 

En el ámbito penal, frente a la regla tradicional de que las personas jurídicas no delinquen, finalmente se ha asumido, en la reforma llevada a cabo por la Ley Orgánica 5/2010, la responsabilidad penal de las citadas personas jurídicas.


En el ámbito sancionador administrativo, dice la STC 246/1991 que sigue rigiendo el principio de culpabilidad, pero que “ese principio se ha de aplicar necesariamente de forma distinta a como se hace respecto de las personas físicas”. 

Al actuar por personas físicas, ha de observarse la conducta adoptada por tales personas físicas titulares de sus órganos, en sus actos imputables a la persona jurídica (como apunta la STS 3/5/1993), o sea, si en tales conductas concurre o no dolo o culpa, y la diligencia o falta de ella que denotan las medidas adoptadas por la entidad como ente colectivo para evitar la comisión de infracciones.

6. También se prevé una responsabilidad sancionadora solidaria en el citado art. 28.3 de la Ley 40/2015, diciendo que regirá tal responsabilidad en el caso de cumplimiento de obligaciones previstas en una disposición legal que corresponda a varias personas conjuntamente.

Pero se añade que, no obstante, cuando la sanción sea pecuniaria y sea posible se individualizará en la resolución en función del grado de participación de cada responsable.


Pero la STC 76/1990 requiere para la solidaridad que concurra dolo, culpa o negligencia graves en aquel al que se dirija la Administración para exigirle la responsabilidad sancionadora.

Y también está relacionado con lo anterior la previsión del art. 28.4 de la Ley 40/2015 de que las leyes podrán 

-tipificar como infracción el incumplimiento de la obligación de prevenir la comisión de infracciones administrativas por quienes se hallen sujetos a una relación de dependencia o vinculación. 

-prever los supuestos en que determinadas personas responderán del pago de las sanciones pecuniarias impuestas a quienes de ellas dependan o estén vinculadas.


Esos supuestos estarían cubiertos por la responsabilidad solidaria contemplada en el art. 28.3 y por lo tanto también sería exigible la culpa en cada uno.

E) PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD. 
1. Se trata de un principio que no sólo opera en el ejercicio del ius puniendi del Estado (potestad penal) o de la potestad sancionadora de las Administraciones públicas, sino también en relación con cualquier medida restrictiva de derechos fundamentales. Así lo ha declarado el TC, en sus Sentencias 56/1996 y 207/1996, entre otras.
2. Constituye un principio constitucional implícito, según el TC (STC 55/1996, FJ 3), derivado de los arts.
-1.1 CE, que proclama el Estado de Derecho y el valor justicia;

-9.3 CE, que prohíbe la arbitrariedad de los poderes públicos;

-10.1 CE, que resalta la dignidad humana, como fundamento del orden político y la paz social; y

-25.1, referente a la legalidad penal y sancionadora, cuando afecta a estos ámbitos.
3. Ha sido recogido: 

-en la Declaración de Derechos del Hombre y el Ciudadano de 1789 (art. 9), como principio del Derecho Penal; 

-en la Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948; 

-en la jurisprudencia europea, tanto del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, como del Tribunal Europeo de Derechos Humanos; y 

-en la jurisprudencia de nuestro Tribunal Constitucional y de nuestro Tribunal Supremo.

4. Supone, en el ámbito sancionador, la exigencia de “la adecuación entre la gravedad del hecho constitutivo de la infracción y la sanción aplicada” (así lo recogía el art. 131.3 de la Ley 30/1992), a lo que el art. 29.3 de la Ley 40/2015 añade que además deberá observar la debida idoneidad y necesidad. 

O sea que asume la interpretación y aplicación de dicho principio según el modelo alemán recogido por la jurisprudencia de nuestro TC desde la STC 66/1995 (FJ 5), que exige la constatación de tres requisitos o condiciones (realización de tres juicios):

-juicio de idoneidad, es decir, si la medida en cuestión es susceptible de conseguir el objetivo propuesto;

-juicio de necesidad, o sea, si la medida es necesaria en el sentido de que no exista otra más moderada para la consecución de tal propósito con igual eficacia; y

-juicio de proporcionalidad en sentido estricto o ponderación, es decir, si la medida es ponderada o equilibrada, por derivarse de ella más beneficios o ventajas para el interés general que perjuicios sobre otros bienes o valores en conflicto

5. Opera 
-tanto en la determinación normativa del régimen sancionador 
-como la imposición de sanciones y, dentro de éstas, 
-tanto en la elección de las sanciones posibles 
-como en la graduación de la sanción a aplicar, a cuyos efectos deberán considerarse los siguientes criterios (art. 29.3 de la Ley 40/2015):

-existencia de intencionalidad o grado de culpabilidad
-continuidad o persistencia en la conducta (antes calificada como reiteración); 
-la naturaleza de los perjuicios causados; y 
-la reincidencia, por comisión en el plazo de un año de más de una infracción de la misma naturaleza, así declarado por resolución firme en vía administrativa.

6. Supondrá 

-imposición de la sanción en el grado inferior, cuando lo justifique la debida adecuación entre la sanción que deba aplicarse con la gravedad del hecho constitutivo de la infracción y las circunstancias concurrentes (art. 29.4).

-imposición únicamente de la sanción correspondiente a la infracción más grave cometida, cuando de la comisión de una infracción derive necesariamente la comisión de otra u otras (art. 29.4).

7. El establecimiento de sanciones pecuniarias deberá prever que la comisión de las infracciones tipificadas no resulte más beneficiosa para el infractor que el cumplimiento de las normas infringidas (art. 29.1).

8. Las sanciones administrativas, en ningún caso podrán implicar, directa o subsidiariamente, privación de libertad, sean o no de naturaleza pecuniaria (art. 29.2).

F) LA EXISTENCIA DE ANTIJURIDICIDAD Y SU EXCLUSIÓN CUANDO CONCURREN LAS CAUSAS DE JUSTIFICACIÓN O DE EXENCIÓN DE LA RESPONSABILIDAD (EXIMENTES).

1. Los autores de Derecho Penal suelen incluir tales circunstancias justificativas bajo la rúbrica de antijuridicidad (F. MUÑOZ CONDE/M. GARCÍA ARÁN y S. MIR PUIG) y las tres primeras del art. 20 del Código Penal son calificadas como causas de exclusión de la imputabilidad (I. SÁNCHEZ YLLERA), diferenciándolas de las que excluyen la culpabilidad e indicando que aquéllas operan con carácter previo a ésta y resaltando que, a diferencia de los motivos de exclusión de la culpabilidad, no sólo impiden que se pueda imponer la sanción al autor de un hecho típico, sino que convierten ese hecho en lícito, con todas las consecuencias que ello comporta, incluida la comprobación de la culpabilidad o la imposición de medidas de seguridad, entre otras (F. MUÑOZ CONDE/M. GARCÍA ARÁN), de modo que, incluso, puede llegar a excluir la responsabilidad civil derivada de la actuación (S. MIR PUIG). 


Como también suelen ser tratadas con independencia de la tipicidad, por considerar que las causas de justificación no eliminan ésta (como ocurre con la denominada posición tradicional, que, en ese sentido, considera posible hablar de conducta típica pero justificada). Si bien, existen, asimismo, teorías que consideran que las citadas causas de justificación hacen que no concurra la tipicidad (teoría de los elementos negativos del tipo, como recoge S. MIR PUIG).


No obstante, igualmente, existen coincidencias entre el examen de la antijuridicidad y el análisis de la incidencia del principio de proporcionalidad y la ponderación propia de ésta. Así se manifiesta, en el caso de la ponderación de la conducta realizada y los límites de determinados derechos fundamentales, como los allí examinados e, igualmente, en el caso de la eximente de estado de necesidad, dado que el art. 20.5 del Código Penal exige para la concurrencia de ésta “que el mal causado no sea mayor que el que se trate de evitar”.


En Derecho Administrativo sancionador, existe tanto un sector de la doctrina científica que no dedica un apartado específico a las causas de justificación (E. GARCÍA DE ENTERRÍA y TOMÁS RAMÓN FERNÁNDEZ); otro sector doctrinal que trata de ellas, al considerar el principio de culpabilidad (M.J. GALLARDO CASTILLO); y otro sector que dedica un apartado especial a la antijuridicidad diferenciado de la tipicidad y de la culpabilidad (A. NIETO GARCÍA y M. REBOLLO PUIG y otros). Nos sumamos, pues, a este último sector y, por eso, nos las planteamos de modo separado a los principios de tipicidad, culpabilidad y proporcionalidad, sin perjuicio de aludir a las conexiones con los mismos.

2. Tienen tal consideración, en principio, las enumeradas en el art. 20 del Código Penal vigente, también llamadas eximentes. 


a) Así, la eximente actual de cualquier anomalía o alteración psíquica, determinante de que no pueda el actor comprender la ilicitud del hecho o actuar conforme a esa comprensión ha sido aplicada en el ámbito disciplinario del personal al servicio de las Administraciones públicas y en el ámbito de las profesiones tituladas sometidas a colegiación. Un ejemplo lo tenemos en la STS, Contencioso-Administrativo, de 20 de junio de 1986 (RJ 1986\3276). Y, en otros casos, se ha aplicado como eximente incompleta o mera circunstancia atenuante.


b) La eximente de ejercicio legítimo de un derecho ha sido esgrimida por el TC, en diversas sentencias, como la 101/2003 (libertad de expresión de un Catedrático de Universidad que criticó en un artículo periodístico al Rector de Universidad, por determinada actuación de éste).


c) La eximente de estado de necesidad ha sido aplicada por el Tribunal Supremo, en la STS de 28 de diciembre de 1999 (RJ 1999\8793), en un supuesto en el que dicho Tribunal revocó una sanción administrativa por vertidos no autorizados de piedras en una playa, para impedir que el fortísimo temporal causase destrozos a las viviendas cercanas.


d) Y también se ha invocado la legítima defensa del art. 20.4 del Código Penal.

3. Pero, en el ámbito sancionador administrativo, todavía pueden incidir otras causas de justificación no recogidas en el Código Penal.


a) A. NIETO GARCÍA se ha referido a la utilización en algunos tipos normativos sancionadores del adjetivo “injustificado” o al sintagma “sin causa justificada”, para aludir a que la conducta tipificada es sancionable si no concurren “causas de justificación”. Son el art. 80.1.m de la actual Ley 42/2007 (“la captura, persecución injustificada de especies de fauna silvestre”); el art. 67.l de la Ley 43/2003 (“cualquier incumplimiento grave que afecte al normal desarrollo del monte […] sin causa técnica justificada y notificada al órgano forestal”); y el art. 179.2 de la Ley 58/2003 (la ausencia de la capacidad de obrar del que realiza la conducta).


b) Y lo mismo puede predicarse de la enfermedad física (pues la psíquica puede estar comprendida en la eximente del art. 20.1 del Código Penal), que impide asistir al trabajo o cumplir con el horario del mismo (en el caso del personal al servicio de las Administraciones públicas) o asistir a las clases o acudir con la puntualidad exigida a éstas (claramente, en el caso de los alumnos no universitarios) o cumplir con las obligaciones profesionales en el caso de las profesiones colegiadas (invocada en alguna Sentencia del TS).
G) PRINCIPIO DE PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. 
1. Está proclamado en el art. 24 CE, con relación a la posición de los ciudadanos en los procesos judiciales, pero el Tribunal Constitucional lo considera aplicable no sólo en el proceso penal y en el ámbito sancionador administrativo, sino también en relación con cualquier resolución, tanto administrativa como jurisdiccional, 
-que se base en la condición o conducta de las personas (STC 13/1982)

-o que sea limitativa de sus derechos (36/1985).
2. Está recogido, en el art. 53.2, letra b, de la Ley 39/2015, como “presunción de no existencia de responsabilidad, mientras no se demuestre lo contrario”, dentro de los derechos del interesado en el procedimiento administrativo. Anteriormente lo recogió en esos términos el 137.1 de la Ley 30/1992, bajo la rúbrica “presunción de inocencia en procedimientos sancionadores”. 
3. Conlleva según la STC 76/1990 (y posteriores en la misma línea) lo siguiente: 
a) que la carga de la prueba corresponde a quien acusa, sin que nadie está obligado a probar su propia inocencia; 
b) que la sanción esté basada en actos o medios probatorios de cargo que incriminen la conducta reprochada; 
c) que cualquier insuficiencia en el resultado de las pruebas practicadas, libremente valorado por el órgano sancionador, debe traducirse en un pronunciamiento absolutorio;
d) de modo que toda resolución sancionadora requiere a la par

-certeza de los hechos imputados obtenida mediante prueba de cargo y 
-certeza del juicio de culpabilidad sobre esos mismos hechos, 
de manera que el art. 24.2 CE rechaza 
-la responsabilidad presunta y la responsabilidad objetiva, así como

-la inversión de la carga de la prueba en relación al presupuesto fáctico de la sanción.

4. El problema se presenta porque determinados preceptos de nuestro Ordenamiento jurídico, que otorgan determinadas presunciones a ciertos documentos expedidos por determinados agentes públicos, parecen invertir la carga la prueba en tales casos y otorgar un mayor valor a dichos documentos frente a aquellos otros que puedan aportar los ciudadanos y a las pruebas en general que puedan presentar éstos.


a) La Ley 58/2003 General Tributaria consigna que 



-Las diligencias extendidas en el curso de las actuaciones y los procedimientos tributarios tienen naturaleza de documentos públicos y HACEN PRUEBA DE LOS HECHOS que motiven su formalización, salvo que se acredite lo contrario (art. 107.1). Los hechos contenidos en las diligencias y aceptados por el obligado tributario objeto del procedimiento, así como sus manifestaciones, SE PRESUMEN CIERTOS y sólo podrán rectificarse por éstos mediante prueba de que incurrieron en error de hecho (art. 107.2) 


-Las actas extendidas por la inspección de los tributos tienen naturaleza de documentos públicos y hacen prueba de los hechos que motiven su formalización, salvo que se acredite lo contrario (art. 144.1). Los hechos aceptados por los obligados tributarios en las actas de inspección se presumen ciertos y sólo podrán rectificarse mediante prueba de haber incurrido en error de hecho (art. 144.2).


b) El RDLeg. 5/2000 dispone “los hechos constatados por los referidos funcionarios de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social que se formalicen en las actas de infracción observando los requisitos establecidos en el apartado anterior, tendrán PRESUNCIÓN DE CERTEZA, sin perjuicio de las pruebas que en defensa de los respectivos derechos e intereses puedan aportar los interesados (art. 53.2 d). 

El mismo valor probatorio se atribuye a los hechos reseñados en informes emitidos por la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, en los supuestos concretos a que se refiere la Ley Ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, consecuentes a comprobaciones efectuadas por la misma, sin perjuicio de su contradicción por los interesados en la forma que determinen las normas procedimentales aplicables (art. 53.2 d).


Y la Ley 23/2015, ordenadora del sistema de inspección de trabajo y seguridad social, en el mismo sentido, dice que “los hechos constatados por los funcionarios de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social que se formalicen en las actas de infracción y de liquidación, observando los requisitos legales pertinentes, tendrán PRESUNCIÓN DE CERTEZA, sin perjuicio de las pruebas que en defensa de los respectivos derechos o intereses pueden aportar los interesados. El mismo valor probatorio se atribuye a los hechos reseñados en informes emitidos por la Inspección de Trabajo y Seguridad Social como consecuencia de comprobaciones efectuadas por la misma, sin perjuicio de su contradicción por los interesados en la forma que determinen las normas procedimentales aplicables (art. 23).

c) La Ley Orgánica 4/2015, de Seguridad Ciudadana, bajo la rúbrica “Valor probatorio de las declaraciones de los agentes de la autoridad”, prevé que “en los procedimientos sancionadores que se instruyan en las materias objeto de esta Ley, las denuncias, atestados o actas formulados por los agentes de la autoridad en ejercicio de sus funciones que hubiesen presenciado los hechos, previa ratificación en el caso de haber sido negados por los denunciados, constituirán BASE SUFICIENTE PARA ADOPTAR LA RESOLUCIÓN que proceda, salvo prueba en contrario y sin perjuicio de que aquéllos deban aportar al expediente todos los elementos probatorios disponibles (art. 52).


d) Y la Ley 39/2015 recoge en igual sentido que “los documentos formalizados por los funcionarios a los que se reconoce la condición de autoridad y en los que, observándose los requisitos legales correspondientes se recojan los hechos constatados por aquéllos HARÁN PRUEBA de éstos salvo que se acredite lo contrario (art. 77.5).

Antes, el art. 137.3 de la Ley 30/1992 estableció que “los hechos constatados por funcionarios a los que se reconoce la condición de autoridad, y que se formalicen en documento público observando los requisitos legales pertinentes, tendrán VALOR PROBATORIO sin perjuicio de las pruebas que en defensa de los respectivos derechos o intereses puedan señalar o aportar los propios administrados”.

Sin embargo, como se desprende de la STC 76/1990 y resaltan E. GARCÍA DE ENTERRÍA y TOMÁS-RAMÓN FERNÁNDEZ,
-tales preceptos no implican un desplazamiento de la carga de la prueba, que sigue correspondiendo a la Administración y, de hecho, actúan como mecanismos de prueba de cargo de la Administración en los correspondientes casos.

-lo que simplemente se traslada es la carga de recurrir, como ocurre con todo acto administrativo caracterizado por la presunción de validez y por la autotutela declarativa y ejecutiva; 
-gozan tales documentos de la misma relevancia que los demás medios de prueba admitidos en Derecho, sin que gocen de fe pública ni prevalezcan necesariamente sobre éstos, siendo todos ellos valorables por el órgano judicial jurisdiccional según las reglas de la sana crítica;
-y lo que se plantea es la especialidad de que, a diferencia de lo que ocurre en el proceso penal en el que se produce una concentración de los medios probatorios en el juicio oral (pues sólo tiene valor de prueba la practicada en el juicio oral), en el proceso contencioso-administrativo, no se tiene por qué reiterar su actividad probatoria de cargo en la fase probatoria del mismo.
5. La prohibición absoluta de obtener y utilizar pruebas con vulneración de derechos fundamentales se considera una implicación del derecho a la presunción de inocencia (STC 127/1996, FJ 3).
H) PRINCIPIO DE PRESCRIPCIÓN.
1. Supone que no puede iniciarse el procedimiento sancionador si ha transcurrido determinado plazo, el denominado plazo de prescripción de las infracciones. Y también comporta que no pueda iniciarse un procedimiento de ejecución de sanciones ya impuestas, si ha transcurrido otro plazo, que es el plazo de prescripción de las sanciones.


Se contemplan, pues, dos procedimientos distintos y dos prescripciones diferentes: a) el procedimiento para la imposición de sanciones, afectado por la denominada prescripción de las infracciones; y b) el procedimiento para la ejecución de sanciones impuestas, afectado por la denominada prescripción de sanciones.

2. Hasta la Ley 30/1992 (art. 132) no ha existido una regulación general de la prescripción de las infracciones y sanciones administrativas, de tal manera que, hasta dicha ley, se aplicó por analogía la regulación establecida para la prescripción de infracciones y sanciones penales establecidas en el Código Penal; lo que dio lugar hasta tres interpretaciones jurisprudenciales distintas, con la correspondiente inseguridad jurídica.

A partir de tal precepto de la Ley 30/1992, reproducido hoy art. 30 de la Ley 40/2015, existe, por lo tanto, una regulación general de la prescripción de infracciones y sanciones administrativas, que se aplicará en defecto de normativa especial sobre la misma (como la prevista, por ejemplo, en la normativa sancionadora en materia de tráfico, con plazos distintos de prescripción de infracciones y sanciones: art. 112 del RDLegis. 6/2015).


3. Los plazos de prescripción de la Ley 40/2015 para las infracciones son: para las muy graves, 3 años; para las graves, 2 años; y, para las leves, 6 meses. En el caso de las sanciones, para las muy graves, 3 años; para las graves, 2 años; y para las leves 1 año.

Se comienza a computar tal plazo, en el caso de la prescripción de las infracciones, desde que se cometió la infracción y, en el caso de infracciones continuadas o permanentes, el plazo comenzará a correr desde que finalizó la conducta infractora (art. 30.2).

Y, en el caso de la prescripción de las sanciones, se inicia el cómputo desde el día siguiente a aquel en que 
-sea ejecutable la resolución por la que se impone la sanción 
-o haya transcurrido el plazo para recurrirla. 

Pero, en el caso de silencio negativo del recurso de alzada interpuesto contra la resolución por la que se impone la sanción, el plazo de prescripción de la sanción comenzará a contarse desde el día siguiente a aquel en que finalice el plazo legalmente previsto para la resolución de dicho recurso (art. 30.3, párrafo tercero).
4. La interrupción de la prescripción tanto de las infracciones como de las sanciones se produce desde que se inicia el procedimiento administrativo sancionador o de ejecución de sanciones, respectivamente, con conocimiento del interesado.
5. Se habla de caducidad impropia para la previsión que hoy recogen los arts. 30.2 y 30.3 de la Ley 40/2015, según la cual, cuando el procedimiento se paralice por más de 1 mes, por causa no imputable al interesado, procede la “reiniciación” o “vuelta al transcurso del plazo” de la prescripción en el procedimiento sancionador o de ejecución de sanciones, respectivamente; por lo que indica claramente que vuelve a correr de nuevo dicho plazo (a diferencia del término “reanudación” que incluía la Ley 30/1992 en el artículo antecedente del actual).

Esta es una figura que proviene de la legislación penal y que, en el Código Penal de 1995, queda claro que el plazo de prescripción se inicia de nuevo, en estos casos, porque utiliza la expresión “comenzando a correr de nuevo” (art. 132). 
6. La caducidad del procedimiento sancionador y del procedimiento para ejecución de las sanciones impuestas se produce por el transcurso del plazo máximo para resolver y notificar lo resuelto. En dicho caso, procede el archivo de las actuaciones y el procedimiento iniciado en su momento se considera que no ha interrumpido la prescripción y que ésta ha seguido corriendo.

Como regla general, podrá iniciarse un nuevo procedimiento sancionador o de ejecución de las sanciones, si a pesar de la caducidad del procedimiento anterior, no ha transcurrido todavía el plazo de prescripción de las infracciones o de las acciones, respectivamente. Pero, si por el contrario, dicho plazo ha transcurrido (lo cual es más fácil que suceda con las infracciones leves o con las sanciones leves), no podrá iniciarse un nuevo procedimiento sancionador o de ejecución de las sanciones.


Una excepción a esta regla general se contempla en el art. 211.4 de la Ley General Tributaria para los procedimientos tributarios sancionadores, de modo que la caducidad del procedimiento sancionador impide ya la iniciación de un nuevo procedimiento de tal tipo (pero ello no es aplicable a los procedimientos tributarios de gestión).

7. La iniciación de un procedimiento, cuando el plazo de prescripción ya ha transcurrido, es considerado por la jurisprudencia del Tribunal Supremo como determinante de nulidad de pleno derecho.
V.- DERECHOS Y GARANTÍAS (TAMBIÉN PRINCIPIOS) PROCESALES DEL INCULPADO ANTE LA POTESTAD SANCIONADORA
A) DERECHO AL PROCEDIMIENTO. 



Está recogido en el art. 63.2 de la Ley 39/2015, que dice que “En ningún caso se podrá imponer una sanción sin que se haya tramitado el oportuno procedimiento”. 


Pero, ya ha destacado la STC 18/1981 (FJ. 3) que es una exigencia constitucional porque los valores constitucionales que se encuentran en la base del art. 24 CE “no quedarían salvaguardados si se admitiera que la Administración, por razones de orden público, puede incidir en la esfera jurídica de los ciudadanos imponiéndoles una sanción sin observar procedimiento alguno, y, por tanto, sin posibilidad de defensa previa a la toma de la decisión, con la consiguiente carga de recurrir para evitar que tal acto se consolide y haga firme. Por el contrario, la garantía del orden constitucional exige que el acuerdo se adopte a través de un procedimiento en el que el presunto inculpado tenga oportunidad de aportar y proponer las pruebas que estime pertinentes y alegar lo que a su derecho convenga”.
B) DERECHO A LA SEPARACIÓN DENTRO DEL PROCEDIMIENTO ENTRE UNA FASE INSTRUCTORA Y UNA FASE RESOLUTORIA, con encargo de las mismas a órganos administrativos distintos. 
Está reconocido expresamente en el art. 63.1 de la Ley 39/2015.


Ha destacado la STC 9/2018 que “es un principio de carácter legal cuya tutela corresponde a los órganos judiciales a través de los correspondientes recursos, sin que la exigencia de imparcialidad del órgano administrativo sancionador sea […], una garantía derivada, con el carácter de derecho fundamental, del artículo 24.2 CE, cuyas exigencias, relativas a la imparcialidad judicial, solo rigen para el órgano judicial que deba resolver sobre la legalidad de la actuación administrativa. De ese modo, la eventual infracción en un procedimiento administrativo sancionador del principio de que se encomiende a órganos distintos la fase instructora y la sancionadora carece de relevancia constitucional a los efectos del artículo 24.2 CE y, en su caso, este Tribunal solo podrá conocer de dicha infracción, por la vía del artículo 44 LOTC, cuando los órganos judiciales en la función de tutela, como cuestión de legalidad ordinaria, de dicho principio hubieran incurrido en algún defecto de motivación con relevancia constitucional (STC 174/2005, FJ 2, y ATC 186/2008, FJ 3)”. A lo que añade que “la separación entre instrucción y resolución en el procedimiento administrativo sancionador ha de entenderse de separación de funciones, y no propiamente de órganos independientes entre sí” (FJ 5).


Como también ha resaltado la STC 174/2005, FJ, 2 (invocando STC 14/1999, FJ. 4), que, en el ámbito sancionador administrativo, “sin perjuicio de la interdicción de toda arbitrariedad y de la posterior revisión judicial de la sanción, la estricta imparcialidad e independencia de los órganos del poder judicial no es, por esencia, predicable en la misma medida de un órgano administrativo”.


Pero, en cualquier caso, consideramos nosotros que la razón de ser última de la separación entre instrucción y resolución no es la mera especialización de funciones, sino que el órgano que resuelva pueda hacerlo lo más objetivamente, posible, al no estar contaminado por la averiguación de los hechos y la aportación de la prueba de cargo de la acusación efectuados por el órgano instructor. Pues téngase en cuenta que por mucho que haya declarado el TC que la estricta imparcialidad e independencia de los órganos del poder judicial no es predicable en la misma medida de un órgano administrativo, éste ha de actuar también imparcialmente, por mandato del art. 103.1 CE, cuando proclama que la Administración ha de servir con objetividad los intereses generales.
C) NO SE PODRÁN INICIAR NUEVOS PROCEDIMIENTOS DE CARÁCTER SANCIONADOR por hechos o conductas tipificadas como INFRACCIONES en cuya comisión el infractor persista DE FORMA CONTINUADA, en tanto no haya recaído una primera resolución sancionadora, con carácter ejecutivo (art. 63.3 de la Ley 39/2015). Es una manifestación del principio non bis in idem, en el plano procesal y procedimental.

D) DERECHOS-PRINCIPIOS DE AUDIENCIA (ART. 105 CE) Y DEFENSA (art. 24.2 CE y arts. 53.1.e y 53.2.a de la Ley 39/2015) en el ámbito sancionador, que incluyen las facultades de


a) a ser informado de la acusación formulada contra el imputado, que recoge expresamente el art. 24.2 CE, y que la jurisprudencia constitucional resalta que condiciona todos los demás (STC 44/1983, FJ. 3, “pues mal puede defenderse de algo el que no sabe de qué hechos se le acusa en concreto”).


Matiza el TC que debe incluir el “conocimiento de los hechos que se le imputan y de la calificación jurídica que éstos merecen para la Administración” (STC 192/1987, FJ 2.a); lo que el art. 53.2.a de la Ley 39/2015 precisa, aún más, diciendo que comprende la notificación de los hechos que se le imputen, de las infracciones que tales hechos puedan constituir y de las sanciones que, en su caso, se les pudieran imponer; así como de la identidad del instructor y de la autoridad competente para imponer la sanción. 


Y ello tiene lugar a través de la notificación del denominado pliego de cargos (indica la STC 192/1987, FJ 2.a), pero E. GARCÍA DE ENTERRÍA y TOMÁS-RAMÓN FERNÁNDEZ explican que ello se cumple con el traslado del acuerdo de incoación que lo incluya (sin duda, teniendo que en cuenta que el art. 64.2 de la Ley 39/2015 prevé su inclusión en ese escrito inicial) y sólo, si lo anterior no es posible, se cumplirá con la notificación de un ulterior pliego de cargos, con el que se alude, por tanto, al escrito de acusación realizado tras la instrucción.

La STS de 28 de febrero de 1997 (RJ 1997\1530) y la STS de 8 de abril de 1997 (RJ 1997\3071, FJ 3º,2), así como las que ésta cita anulan la sanción impuesta por no haber recibido el inculpado el pliego de cargos en su momento oportuno.

Pero, además, tiene la ineludible consecuencia de la inalterabilidad de los hechos imputados la citada facultad de ser informado de la acusación (SSTC 59/2014, FJ 3, párrafo 3, y 9/2018, FJ. 2, párrafo 3), que por tanto operaría, tras la notificación de la acusación y no antes de la misma, o sea que la prohibición entra en juego en el momento de la resolución. Y la consecuencia de tal infracción es la anulación de la sanción, como se recoge en la STS de 8 noviembre 1990 (RJ 1990\8819).

Si bien, en relación con ello, la Ley 39/2015 parece excluir la alteración de hechos, en cualquier caso, sin posibilitarla mediante la concesión de un nuevo trámite de alegaciones; dado que sólo prevé esta última posibilidad para el cambio de calificación, sin apartarse de los hechos (en su art. 90.2, segundo inciso) y afirma rotundamente la no aceptación de hechos distintos a los recogidos en la acusación (en su art. 90.2, primer inciso), a diferencia de alguna Sentencia del TS (STS 30/10/2013 (RJ 2013\8118, FJ 7, parr. 2) que había admitido la alteración de los hechos si se concedía trámite de alegaciones, antes de dictarse la resolución final del procedimiento;


b) a formular alegaciones (art. 53.1.e de la Ley 39/2015); 


c) al trámite de audiencia en sentido estricto (art. 53.1.e de la Ley 39/2015, por estar implícito en el mismo y ser recogido expresamente en el art. 89.2 de la referida Ley), teniendo en cuenta que el TS ha llegado a declarar que la vulneración de la audiencia al interesado en un procedimiento sancionador no es subsanable, aunque exista la posibilidad de alegar en vía contencioso-administrativa, porque se ha lesionado el derecho fundamental de defensa del art. 24.2, que genera nulidad de pleno Derecho (STS de 11 de julio de 2003 -RJ 2003\5433, FJ. 2- y, en la misma dirección, la STS de 5 de diciembre de 2001 -RJ 2002\508-) .

d) a utilizar los medios de defensa en general admitidos por el Ordenamiento jurídico (art. 53.1.e de la Ley 39/2015); 


e) a utilizar los medios de prueba pertinentes (como integrados en los medios de defensa o por directa invocación del art. 24.2 CE, que lo proclama expresamente), de tal manera que se considera que vulnera el art. 24.2 CE la denegación inmotivada de una determinada prueba
.


f) a los demás derechos que recoge con carácter general el art. 53 de la Ley 39/2015 (así, a conocer, en cualquier momento, el estado de tramitación de los procedimientos en los que se tenga la condición de interesados; a obtener copias de los documentos integrados al mismo; y a aportar documentos en cualquier fase del procedimiento anterior de la audiencia, que deberán ser tenidos en cuenta por el órgano competente redactó la propuesta de resolución …); y 


g) a la imparcialidad de los órganos que intervienen, como inexcusable exigencia del derecho de defensa, sin que sus titulares estén incursos en causas de abstención o recusación
, susceptibles de hacerse valer en cualquier momento de la tramitación del procedimiento y cuya vulneración determina la nulidad
; lo que se refuerza señalando que la institución de la recusación está ordenada por la exigencia de imparcialidad y, por eso, dicha institución ha de regir, sin excepciones, en cualquier clase de actuación administrativa, y, consiguientemente, debe ser observada durante todas las fases de tramitación del procedimiento sancionador
.
E) DERECHO A NO DECLARAR CONTRA SÍ MISMOS Y A NO DECLARARSE CULPABLES.


Tal derecho está proclamado en el art. 24.2 CE y, como tal, no sólo es aplicable al ámbito penal, sino también al sancionador administrativo, como ha declarado genéricamente la STC 18/1981, para todos los principios del art. 24 CE, “en la medida necesaria para preservar los valores esenciales que se encuentran en la base del precepto, y la seguridad jurídica que garantiza el art. 9 de la Constitución” (FJ. 2). Pero es que además ha sido considerado específicamente aplicable al ámbito sancionador administrativo por las SSTC 197/1995 (FJ 7, párrafo 3) y 45/1997 (FJ 7), “sin perjuicio de las modulaciones que pudiera experimentar en razón de las diferencias existentes entre el orden penal y el Derecho administrativo sancionador”.


Como también ha sido reconocido en el ámbito sancionador administrativo por las dos STJUE de 18 de octubre de 1989 (asunto C-27/88, caso Solvay, y asunto C-374/87, caso Orkem), que lo han consagrado como un principio general europeo aplicable al orden administrativo, incluso en fase de inspección.


Pero hay que tener en cuenta que, como se deriva de la STC 76/1990, tal derecho no es tan absoluto o incondicionado que habilite para reservarse datos económicos de relevancia fiscal; de modo que subsiste el deber de colaboración fiscal de aportar los documentos contables que el contribuyente debe llevar o conservar.

F) DERECHO A LA ASISTENCIA LETRADA EN EL DERECHO SANCIONADOR ADMINISTRATIVO.


El derecho de asistencia letrada está recogido como derecho fundamental en el art. 24.2 CE, sin especificaciones, por lo que hay que buscar en la legislación y en la jurisprudencia, especialmente la constitucional, si realmente resulta aplicable al Derecho Sancionador Administrativo General y al Derecho Sancionador Disciplinario y hasta qué punto.


1.- El nivel de aplicación más básico plantea si puede negarse la posibilidad de utilización de asistencia de letrado en dichos procedimientos sancionadores.


a) En el Derecho Sancionador Administrativo General, cabe invocar la previsión expresa el artículo 53.1.g de la Ley 39/2015 de poder actuar asistido de un asesor en el procedimiento administrativo, cuando el imputado lo considere conveniente para la defensa de sus intereses (anteriormente el art. 85.2 de la Ley 30/1992).

Y también pueden ser invocadas, con independencia de la Ley 39/2015, la STC 18/1981 y la STEDH de 21 de febrero de 1984 (caso Öztürk contra Alemania), que proclaman la aplicación en bloque de los derechos procedimentales del proceso penal al Derecho Sancionador Administrativo.


b) En el Derecho Sancionador Disciplinario, la jurisprudencia constitucional reconoce como exigencia de tal derecho la citada posibilidad de asistencia, pero con ciertas condiciones.



En el Derecho Disciplinario penitenciario, en el que el propio Reglamento Penitenciario (RD 190/1996, art. 242.2, letra i) reconoce expresamente que el interno puede asesorarse por letrado (también por funcionario o por cualquier persona), durante la tramitación del expediente, el TC declara que está sometida dicha posibilidad a las exigencias de seguridad, tratamiento y buen orden del establecimiento, siempre que estén debidamente justificadas por parte de la Administración. Así, por ejemplo, se consideró justificada la negación a asesoramiento en conversación telefónica cuando interno y asesor pertenecían a una organización terrorista, indicando que ello no imposibilitaba que ese asesoramiento pudiera efectuarse de cualquier otra forma que no resultara contrario a las razones de seguridad y buen orden (SSTC 55/2006 y 71/2008).


Y, en el ámbito disciplinario militar, la Ley 8/2014 del Régimen disciplinario de las Fuerzas Armadas reconoce la asistencia al imputado de un abogado en ejercicio o de un militar de su confianza con la formación adecuada. Durante la navegación de buques de guerra o en otras circunstancias excepcionales en las que no resulte posible la presencia de abogado, se garantizará en todo caso al presunto infractor el asesoramiento y la asistencia de un militar de su confianza de la unidad o buque, sin perjuicio de facilitársele, además, la posibilidad de contactar por vía telefónica o telemática con un abogado de su elección que le asesore, siempre que las circunstancias lo permitan (art. 50.2). Y el art. 42.1 de la Ley Orgánica 12/2007, reguladora del Régimen disciplinario de la Guardia Civil, también contempla la posibilidad de asesoramiento por un abogado en ejercicio o por un guardia civil que elija). Pero el TC había reconocido antes posibles restricciones (SSTC 21/1981 y 74/2004), como el supuesto de que la espera a la intervención letrada impida el rápido restablecimiento de la disciplina militar (STC 74/2004). 


2.- Un segundo nivel de aplicación es el de obligación de los poderes públicos de informar sobre la posibilidad de ser asistido por letrado, como consecuencia de tal derecho.


En el Derecho Disciplinario Penitenciario, se reconoce expresamente en el citado art. 242.2, letra i, del Reglamento Penitenciario, aprobado por el RD 190/1996 y, en el ámbito disciplinario militar, en el art. 42.1 de la Ley Orgánica 12/2007, reguladora del Régimen disciplinario de la Guardia Civil y en el art. 54.1 de la Ley Orgánica 8/2014, del Régimen disciplinario de las Fuerzas Armadas. 


Pero se echa en falta un precepto similar de carácter general, en las leyes 39/2015 y 40/2015, tanto para el Derecho Sancionador General, como para otros sectores del Derecho Disciplinario distintos de los indicados, especialmente el del personal al servicio de las Administraciones Públicas no militar (pues tampoco consta en el Real Decreto Legislativo 5/2015, aprobatorio del EBEP).

3.- El tercer nivel es el de la obligatoriedad de la actuación del Letrado en las actuaciones del procedimiento, de modo que, si no se designa uno voluntariamente por el presunto infractor, se nombrará de oficio y con carácter gratuito, para asegurar que el afectado se encuentra asistido jurídicamente, como establece, en el Derecho Procesal Penal, expresamente el art. 118.2 LECr. (según reformas de Leyes Orgánicas 5/2015 y 13/2015), pero, en el Derecho Administrativo Sancionador General no encontramos norma general semejante que imponga tal obligatoriedad y gratuidad y en el Derecho Administrativo Sancionador Disciplinario tampoco. 


α) En la jurisprudencia del TC sobre Derecho Disciplinario penitenciario se declara que tal obligatoriedad de intervención con gratuidad no opera en el mismo, porque no es extensible a acciones o recursos distintos de los penales (así, p. ej., la STC 42/2008).


 β) Y, en relación con el Derecho disciplinario militar, la jurisprudencia del TS ha declarado igualmente que la asistencia jurídica ni es preceptiva ni es gratuita (SSTS, Sala de lo Militar, de 27 de septiembre de 2001 y 3 de julio de 2002). Y el art. 50.2 de la Ley Orgánica 8/2014, del Régimen disciplinario de las Fuerzas Armadas dice expresamente que el asesoramiento será siempre voluntario, sin que tal designación confiera derecho alguno al resarcimiento por los gastos que pudieran derivarse de la asistencia.
VI.- PROCEDIMIENTO SANCIONADOR
1. Recordemos que el art. 63.2 de la Ley 39/2015 nos dice que “En ningún caso se podrá imponer una sanción sin que se haya tramitado el oportuno procedimiento”.
2. Está regulado por la Ley 39/2015.

3. Esta es aplicable en defecto de procedimientos especiales, excluyendo los procedimientos sancionadores en materia tributaria y aduanera, en el orden social, en materia de tráfico y seguridad vial y en materia de extranjería; pero se aplicará con carácter supletorio (Disposición Adicional 1ª.2.c).

4. Se contemplan dos procedimientos en la Ley 39/2015: el ordinario y el abreviado o simplificado.
A) PROCEDIMIENTO ORDINARIO Y SUS FASES
I.- INICIACIÓN

1. Siempre será de oficio, por el órgano competente para resolver (art. 63.1 de la Ley 39/2015), sin perjuicio de que puede provenir, como todo procedimiento iniciado de oficio, de

-propia iniciativa

-orden superior

-petición razonada de otros órganos

-denuncia.

a) Se considerará que un órgano es competente para iniciarlo cuando así lo determinen las normas reguladoras del mismo (art. 63.1 de la Ley 39/2015).

b) la petición de otros órganos no vincula al órgano competente para el acuerdo de iniciación, si bien deberá comunicar al órgano que la hubiera formulado los motivos por los que, en su caso, no procede la iniciación (art. 61.2 de la Ley 39/2015).
c) Cuando la denuncia invocare un perjuicio en el patrimonio de las Administraciones Públicas la no iniciación del procedimiento deberá ser motivada y se notificará a los denunciantes la decisión de si se ha iniciado o no el procedimiento (art. 62.3 de la Ley 39/2015)
d) La mayoría de la jurisprudencia se ha pronunciado por que el ejercicio de la potestad sancionadora y la incoación del procedimiento sancionador tienen carácter reglado y no discrecional.

En la jurisprudencia, existen múltiples Sentencias declaran tal carácter reglado, rechazando su discrecionalidad. Entre otras, la STS de 22/5/2002, RJ 2002\7412, FJ 2º. 


Sin perjuicio de que se reconozca cierto margen de apreciación en la valoración de la conducta y su adecuación al tipo infractor y sancionador que corresponda, para aplicar el principio de proporcionalidad (STS de 8/10/2001, RJ 2001\6092), pero esta es una cuestión cualitativamente distinta a la existencia de discrecionalidad o no para incoar el procedimiento sancionador.
e) Si bien, después, la garantía de su carácter reglado se va a ver dificultado, en caso, de incumplimiento por la consideración de que la presentación de una denuncia no confiere, por sí sola, la condición de interesado en el procedimiento (art. 62.5 de la Ley 39/2015), lo que afecta a la posibilidad de recurrir o no la no incoación del procedimiento sancionador o la declaración de no responsabilidad sancionadora en tal procedimiento


Ha declarado el Tribunal Supremo que el denunciante sólo tendrá la consideración de interesado si ostenta interés legítimo (Entre otras, STS de 7/4/2003, RJ 2003\3544, FJ 3), es decir, si la sanción le puede producir un efecto positivo en su esfera jurídica o eliminar una carga o gravamen, teniendo en cuenta que la mera imposición de la sanción no se considera por sí misma la satisfacción de un interés; de modo que, si finalmente se le reconoce interesado, estaría legitimado para exigir el control jurisdiccional de una resolución como la impugnada. 


Ejemplo de casos de reconocimiento expreso de que el denunciante tiene interés legítimo viene representado por la STS de 17/12/2001 (ROJ: STS 9921/2001, FJ 5, sobre sanción de un Abogado previa denuncia de otro, porque la sanción afecta al denunciante personal y profesionalmente.

Y destaca también que tal condición de interesado se producirá en los casos de reconocimiento de acción popular (STS de 7/4/2003, RJ 2003\3544, FJ 3). En este sentido, E. GARCÍA DE ENTERRÍA y TOMÁS-RAMÓN FERNÁNDEZ han considerado, en su momento, que el reparto sancionatorio entre la Administración y los Tribunales obligaba a extender aquí la acción popular del art. 125 CE.
2. Existe la posibilidad de acordar actuaciones previas preliminares, antes de dictar acuerdo de iniciación, que se orientarán a determinar, con la mayor precisión posible, 
-los hechos susceptibles de motivar la incoación del procedimiento, 
-la identificación de la persona o personas que pudieran resultar responsables y 
-las circunstancias relevantes que concurran en unos y otros.


Serán realizadas por los órganos que tengan atribuidas funciones de investigación, averiguación e inspección en la materia y, en defecto de éstos, por la persona u órgano administrativo que se determine por el órgano competente para la iniciación o resolución del procedimiento (art. 55.2 de la Ley 39/2015)
3. El contenido del acuerdo de iniciación es, según el art. 64.2 de la Ley 39/2015, el siguiente:

a) Identificación de la persona o personas presuntamente responsables.

b) Los hechos que motivan la incoación del procedimiento, su posible calificación y las sanciones que pudieran corresponder, sin perjuicio de lo que resulte de la instrucción.

c) Identificación del instructor y, en su caso, Secretario del procedimiento, con expresa indicación del régimen de recusación de los mismos.

d) Órgano competente para la resolución del procedimiento y norma que le atribuya tal competencia, 

e) “Medidas de carácter provisional” que se hayan acordado por el órgano competente para iniciar el procedimiento sancionador, sin perjuicio de las que se puedan adoptar durante el mismo.

f) Indicación del derecho a formular alegaciones y a la audiencia en el procedimiento y de los plazos para su ejercicio, así como indicación de que, en caso de no efectuar alegaciones en el plazo previsto sobre el contenido del acuerdo de iniciación, éste podrá ser considerado propuesta de resolución cuando contenga un pronunciamiento preciso acerca de la responsabilidad imputada.
g) Indicación de la posibilidad de que el presunto responsable pueda reconocer voluntariamente su responsabilidad, con los efectos previstos en el artículo 85 (aplicación de reducciones, etc.)

4. Notificación del acuerdo de iniciación 

-a los interesados, entendiéndose en todo caso como tal al inculpado.
-al denunciante, cuando las normas reguladoras del procedimiento así lo prevean.
-al instructor, con traslado de cuantas actuaciones existan al respecto.
5. Y es posible, asimismo, la adopción de medidas provisionales, con la finalidad de la protección provisional de los intereses implicados o con la finalidad de asegurar la eficacia de la resolución que pudiera recaer al final del procedimiento. A la primera finalidad se alude respecto de las adoptadas, antes de iniciarse un procedimiento –art. 56.2 de la Ley 39/2015- y a la segunda finalidad respecto de las acordadas, una vez iniciado un procedimiento –art. 56.1 de la Ley 39/2015-. Pero, en realidad, las dos finalidades pueden jugar en ambos casos. Nos remitimos a lo estudiado sobre ellas en el procedimiento administrativo general, en su correspondiente Lección.
II.- INSTRUCCIÓN

1. El órgano instructor debe ser distinto del órgano sancionador (63.1 de la Ley 39/2015).

2. Cabe un Pliego de Cargos posterior al acto de incoación, en el caso del art. 64.3 de la Ley 39/2015, que dice que “excepcionalmente, cuando en el momento de dictar el acuerdo de iniciación no existan elementos suficientes para la calificación inicial de los hechos que motivan la incoación del procedimiento, la citada calificación podrá realizarse en una fase posterior mediante la elaboración de un Pliego de cargos, que deberá ser notificado a los interesados”.

3. En cuanto a los demás trámites de la instrucción, parece que se remite a las nomas procedimentales generales de la Ley 39/2015 (actos de instrucción en sentido estricto o aquellos realizados de oficio encaminados a la determinación, conocimiento y comprobación de los datos en virtud de los cuales deba pronunciarse la resolución -art. 75.1-; presentación de alegaciones, documentos u otros elementos de juicio por parte del interesado, en cualquier momento del procedimiento anterior al trámite de audiencia –art. 76-; proposición y práctica de la prueba –arts. 77 y 78-; petición y evacuación de informes –arts. 79 y 80-; y trámite de audiencia –art. 82-).
4. Si bien, en materia de prueba, se recoge la especialidad de que un denunciante que haya participado en la comisión de una infracción, existiendo otros infractores, sea el primero en aportar elementos de prueba que permitan iniciar el procedimiento o comprobar la infracción, siempre y cuando en el momento de aportarse aquellos no se disponga de elementos suficientes para ordenar la misma y se repare el perjuicio causado. En dicho caso, se eximirá a tal denunciante de la sanción, si cesa en la participación de la infracción y no ha destruido elementos de prueba relacionados con el objeto de la denuncia.

Y, cuando no cumpliéndose alguna de las primeras condiciones anteriores, el denunciante facilite elementos de prueba que aporten un valor añadido significativo respecto de aquellos de los que se disponga, verá reducida su sanción (art. 62.4 de la Ley 39/2015).
5. Propuesta de resolución (art. 89, puntos 2 y 3 de la Ley 39/2015)
a) una vez concluida la instrucción del procedimiento
b) deberá ser notificada a los interesados, con indicación de la puesta de manifiesto del procedimiento y el plazo para formular alegaciones y presentar los documentos e informaciones que se estimen pertinentes (o sea, para el trámite de audiencia)
c) será motivada

d) incluirá los hechos y la calificación jurídica de

1) la infracción que se entienda que se ha producido
2) la persona o personas responsables
3) la sanción propuesta
4) la valoración de las pruebas practicadas, en especial aquellas que constituyan los fundamentos básicos de la decisión
5) las medidas provisionales que, en su caso, se hubieran adoptado
6) o la declaración de no existencia de infracción o no existencia de responsabilidad.


E. GARCÍA DE ENTERRÍA entendió que, si la propuesta de resolución modificaba la precalificación inicial de forma importante, ello obligaba a una nueva fase de prueba, si el presunto inculpado lo pidiere, como exigencia de su derecho de defensa.

 e) NO SERÁ NECESARIA, si el órgano instructor resuelve la finalización del procedimiento, con archivo de las actuaciones, cuando en la instrucción del procedimiento se ponga de manifiesto que concurre alguna de las siguientes circunstancias (art. 89.1 de la Ley 39/2015):
a) inexistencia de los hechos que pudieran constituir la infracción.

b) hechos no resulten acreditados.

c) hechos probados no constituyan, de modo manifiesto, infracción administrativa.

d) no exista o no se haya podido identificar a la persona o personas responsables o bien aparezcan exentos de responsabilidad.

e) ha prescrito la infracción.
6. Trámite de audiencia

-con arreglo al trámite general del art. 82 de la Ley 39/2015, pero aquí, una vez realizada la propuesta de resolución, conforme se deriva del art. 89.2 de la Ley 39/2015
 -consistirá en la puesta de manifiesto del procedimiento para formular alegaciones y presentar los documentos e informaciones que se estimen pertinentes (art. 89.2 de la Ley 39/2015).
III. FINALIZACIÓN

1. Posibilidad de adoptar “ACTUACIONES COMPLEMENTARIAS INDISPENSABLES PARA RESOLVER”, antes de dictar resolución, en los términos generales previstos para todo tipo de procedimiento, conforme al art. 87 de la Ley 39/2015
2. El contenido de la resolución es igual que el de la propuesta de resolución (art. 90.1 de la Ley 39/2015)

3. No se podrán aceptar hechos distintos a los determinados en el curso del procedimiento, con independencia de su diferente valoración jurídica (recoge expresamente el art. 90.2)
-No obstante, si se considera por el órgano resolutorio que la infracción reviste mayor gravedad que la determinada propuesta de resolución (es decir, si, sobre los mismos hechos constatados en la fase de instrucción, se realiza una nueva calificación jurídica de los mismos, reconduciéndolos a una infracción tipificada más grave, con una sanción más fuerte), tal extremo se notificará al interesado para que pueda formular alegaciones en el plazo de 15 días (art. 90.2).
-Va más allá la Ley de la STS 30/10/2013 (RJ 2013\8118, FJ 7, parr. 2), pues la Ley tan sólo alude al cambio de calificación de los hechos de modo más agravado y tal Sentencia admitió no sólo eso, sino también el apartamiento de los hechos, diciendo que la debida salvaguardia del “derecho de defensa requiere un nuevo trámite y posibilidad de alegaciones para el acusado en aquellos casos en que el órgano sancionador pretenda apartarse de los hechos de la acusación y, también, cuando, manteniendo inalterados los hechos, efectúe cualquier suerte de calificación de los mismos que se traduzca en una sanción superior o más grave a la prevista en los escritos de acusación o de propuesta de resolución”.
4. Podrán acordarse medidas cautelares, si todavía no es ejecutiva, para garantizar su ejecución, y que podrán consistir en el mantenimiento de las medidas provisionales que en su caso se hubieran adoptado (art. 90.3).
5. La caducidad

 I) se produce por el transcurso del plazo máximo para resolver y notificar lo resuelto.

II) se descuentan

-el tiempo de paralización del procedimiento por causa imputable al interesado.

-el tiempo de suspensión del procedimiento por las actuaciones complementarias indispensables para resolver (art. 87, último inciso, de la Ley 39/2015).
III) Conlleva:

-el archivo de las actuaciones

-la reactivación del plazo de prescripción, considerándose que el plazo transcurrido en el procedimiento sancionador no ha interrumpido la prescripción (art. 95.3 de la Ley 39/2015).

-posibilidad de pedir certificación el interesado.

-imposibilidad de abrir un nuevo procedimiento sancionador en el ámbito tributario, por exigencia del art. 211.4 LGT. 

6. Reconocimiento por el imputado de su responsabilidad, en cuyo caso se podrá resolver el procedimiento con la imposición de la sanción que proceda (art. 85.1 de la Ley 39/2015)

Cuando la sanción tenga únicamente carácter pecuniario o bien quepa imponer una sanción pecuniaria y otra de carácter no pecuniario, pero se ha justificado la improcedencia de la segunda, el pago voluntario por el presunto responsable, en cualquier momento anterior a la resolución, implicará la terminación del procedimiento (art. 85.2 de la Ley 39/2015), salvo en lo relativo a 
-la reposición de la situación alterada 
-o a la determinación de la indemnización por los daños y perjuicios causados por la comisión de la infracción.

En ambos casos, cuando la sanción tenga únicamente carácter pecuniario, el órgano competente para resolver el procedimiento aplicará reducciones de, al menos, el 20 % sobre el importe de la sanción propuesta, siendo éstos acumulables entre sí (art. 85.3 de la Ley 39/2015)
-Las citadas reducciones, deberán estar determinadas en la notificación de iniciación del procedimiento y 
-Su efectividad estará condicionada al desistimiento o renuncia de cualquier acción o recurso en vía administrativa contra la sanción.

-El porcentaje de reducción previsto en este apartado podrá ser incrementado reglamentariamente.

IV) EJECUCIÓN
-Será ejecutiva la resolución que ponga fin al procedimiento cuando no quepa contra ella ningún recurso ordinario en vía administrativa (art. 90.3 de la Ley 39/2015). Es un límite a la autotutela declarativa. 

-Han de seguirse los procedimientos del art. 100 y ss. de la citada Ley.
-Se podrá suspender cautelarmente, si el interesado manifiesta a la Administración su intención de interponer recurso contencioso-administrativo y se cumplen los demás requisitos derivados del art. 90.3 de la Ley 39/2015.

B) PROCEDIMIENTO ABREVIADO O SIMPLIFICADO

1. Cuando el órgano competente para iniciar el procedimiento considere que, de acuerdo con lo previsto en su normativa reguladora, existen elementos de juicio suficientes para calificar la infracción como leve. Y frente a ello no cabe la oposición expresa por parte del interesado (art. 96.5 de la Ley 39/2015).
2. Deberán ser resueltos en 30 días, a contar desde el siguiente al que se notifique al interesado el acuerdo de tramitación simplificada del procedimiento, salvo que reste menos para su tramitación ordinaria (art. 96.6 de la Ley 39/2015).

3. Constarán únicamente de los siguientes trámites:

a) Inicio del procedimiento de oficio 
b) Alegaciones formuladas al inicio del procedimiento durante el plazo de 5 días.

d) Trámite de audiencia, únicamente cuando la resolución vaya a ser desfavorable para el interesado.

e) Informes del Servicio Jurídico, del Consejo General del Poder Judicial, o Dictamen del Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma, cuando sean preceptivos.
f) Resolución
VII.- LAS SANCIONES: SUS TIPOS; MEDIDAS ACCESORIAS; Y RESPONSABILIDAD CIVIL DERIVADA

I. SANCIONES PRIVATIVAS DE LIBERTAD

A) Hasta la Constitución de 1978, encontramos ejemplos de estas sanciones:

-como sanciones directas: arrestos gubernativos de 5 a 10 días, previstos en la Ley de Pesca Fluvial de 1942

-como sanciones subsidiarias por impago de multas: hasta 4 años en materia de contrabando (Texto de Ley de contrabando de 1964, aprobado por Decreto 2166/1964).

B) La Constitución de 1978 PROHÍBE, en su art. 25. 3, que se impongan sanciones

-que directa o subsidiariamente

-impliquen privación de libertad

-por la Administración civil; de manera que a "sensu contrario" se admite en la Administración militar.


El art. 29.1 de la Ley 40/2015 dice que las sanciones administrativas en ningún caso podrán implicar, directa o subsidiariamente, privación de libertad, sean o no de naturaleza pecuniaria.
C) En el ámbito de la Administración militar, la Ley Orgánica 8/2014, de régimen disciplinario de las Fuerzas Armadas, prevé 

-un arresto de 1 a 14 días en el domicilio o en la unidad militar, por falta leve (arts. 11.1.d y 15);

-un arresto de 15 a 30 días en establecimiento disciplinario militar, por falta grave (arts. 11.2.b y 16);

-un arresto de 31 a 60 días en establecimiento disciplinario militar, por falta muy grave (arts. 11.3.a y 16)

II. SANCIONES PRIVATIVAS DE OTROS DERECHOS DISTINTOS DEL DE LIBERTAD

1. Privación de derechos funcionariales. Así el artículo 96 del RDLeg. 5/2015, del estatuto del empleado público contempla sanciones de separación del servicio; suspensión temporal por un máximo de seis años; traslado forzoso de residencia; y demérito (penalización a efectos de promoción).

2. Revocación sancionadora de títulos administrativos que habilitan para la realización de actividades en cuyo despliegue se ha cometido la infracción, como la revocación de licencias de actividad, con carácter definitivo o temporal, total o parcial.

*Así, la Ley Valenciana 6/2014 de prevención de la contaminación y calidad ambiental, que prevé, en su art. 95, para

-infracciones muy graves:

-la clausura definitiva, total o parcial, de las instalaciones

-la clausura temporal, total o parcial de las instalaciones por un periodo entre 2 y 5 años.

-inhabilitación para el ejercicio de la actividad entre 1 y 2 años.

-revocación de la “autorización ambiental integrada” o de la “licencia ambiental” o suspensión de éstas entre 1 y 5 años.

-Infracciones graves

-la clausura temporal, total o parcial de las instalaciones por un periodo de hasta 2 años.

-inhabilitación para el ejercicio de la actividad hasta 1 año.

-revocación de la “autorización ambiental integrada” o de la “licencia ambiental” o suspensión por plazo máximo de 1 año.

3. Expulsión del territorio español, por la comisión por extranjeros de determinadas infracciones en materia de derechos y libertades de los extranjeros graves o muy graves (art. 57 de la Ley Orgánica 4/2000, de derechos y libertades de los extranjeros).

III. SANCIONES ECONÓMICAS, TAMBIÉN LLAMADAS MULTAS.

1. Se establecen para cada tipo de infracción, con fijación de un mínimo y un máximo.

2. Hasta el Código Penal de 1995, todos los anteriores, desde el de 1848, establecían como tope máximo de sanción administrativa el previsto para las faltas, sin perjuicio de lo que dispusieran las leyes especiales (posibilidad que usaron algunas leyes, como el TRLS 1976, que incluyó una sanción de hasta 100 millones de ptas., aproximadamente 600.000 €).


Ahora, en el Código Penal de 1995, tal limitación ha desaparecido y algunas leyes especiales han establecido cuantías más altas que las de las multas penales. Por ejemplo, la Ley 22/2011, de residuos y suelos contaminados, establece multas de hasta 1.750.000 € (art. 47.1.a.1).
3. Si la cuantía de la multa es tan elevada, puede incurrir en carácter confiscatorio, prohibido por los arts. 31.1 y 33 CE y por el artículo 17 de la Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948 (“Nadie será privado arbitrariamente de su propiedad”).

4. Algunas leyes han establecido multas con cuantías ilimitadas o abiertas a partir de una cantidad indicada. Así el art. 215 de la derogada Ley del Suelo de 1956, que contemplaba la posibilidad de imposición de multas en cuantía mayor a una cantidad, sin ningún límite. Tal modo de proceder atenta contra principio de tipicidad, como han destacado E. GARCÍA DE ENTERRÍA y TOMÁS-RAMÓN FERNÁNDEZ.

5. Si bien, también cabe interpretar, como hacen estos dos autores citados, que cuando se establecen

-cuantías ilimitadas a partir de una cantidad indicada, o 

-cantidades con límites excesivos (como puede ser el caso del art. 42.3 de la Ley 24/2003 de la Viña y el Vino, que indica que, además de las sanciones hasta 300.000 €, se puede rebasar dicho importe hasta el 10% del volumen de ventas del producto objeto de la infracción),

debe considerarse que la sanción en sentido estricto se limita a la última cantidad tasada y que, por encima de la misma, sólo se podrá admitir 

-la medida o sanción accesoria de decomiso, por un lado, y 
-el resarcimiento de daños y perjuicios producidos como consecuencia de la infracción, por otro (que vamos a estudiar a continuación). 

Y ello siempre

-en virtud de un principio de prueba, que justifique el exceso sobre la cantidad marcada y

-con aplicación del principio de proporcionalidad recogido en el art. 29 de la Ley 39/2015.

IV. MEDIDAS ACCESORIAS A LAS SANCIONES (TAMBIÉN CALIFICADAS SANCIONES ACCESORIAS, p.ej. art. 10.3 RD. 1945/1983).

Al igual que en el Derecho Penal se contemplan penas accesorias a las penas principales, en el Derecho Administrativo Sancionador, se prevén medidas accesorias a las sanciones administrativas, que pueden ser de dos tipos:

A) INHABILITACIONES, que consisten en la pérdida de la capacidad para ser titular o parte en determinadas relaciones administrativas.

-La incapacidad para ser contratista de la Administración, por un plazo máximo de 5 años, por la imposición de determinadas sanciones administrativas, prevista 

-en el art. 71.1, letras b y f, de la Ley 9/2017, de Contratos del Sector Público, con plazos diversos.
-en el art. 63.2, letra b, de la Ley 38/2003, General de Subvenciones, por plazo de hasta 5 años.

-La incapacidad para obtener subvenciones y avales públicos, durante un plazo máximo de 5 años, por la imposición de determinadas sanciones administrativas previstas en el art. 63.2, letra a, de la Ley 38/2003, General de Subvenciones.

-La incapacidad para ser entidad colaboradora de las Administraciones públicas, en relación con la expedición de subvenciones públicas, durante un plazo máximo de 5 años, por la imposición de determinadas sanciones administrativas previstas en el art. 63.2, letra c, de la Ley 38/2003, General de Subvenciones.

B) COMISOS o DECOMISOS ya especificados en el art. 127 del Código Penal, al indicar que toda pena que se imponga por delito doloso, llevará consigo la PÉRDIDA de los

-efectos que provengan de los hechos punibles

-instrumentos con que se hayan ejecutado

-ganancias provenientes del delito,

salvo que pertenezcan a terceros de buena fe que no sean responsables del delito o falta.


a) Algunas normas administrativas recogen expresamente, de modo diferenciado, tal privación:

-Art. 79 de la Ley 42/2003, de Montes, en relación con 

-los productos forestales ilegalmente obtenidos y 

-los instrumentos y medios utilizados en la comisión de la infracción.

-Art. 39.2.b de la Ley Orgánica 4/2015, de seguridad ciudadana (incautación de los instrumentos o efectos utilizados para la comisión de las infracciones, y, en especial, de las armas, de los explosivos, de las embarcaciones de alta velocidad o de las drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas).

-Art. 10.3 del RD 1945/1983, de infracciones y sanciones en materia del consumidor y de producción agro-alimentaria, que contempla el decomiso de la mercancía adulterada, etc. (falsificada, fraudulenta o no identificada y que pueda entrañar riesgo para el consumidor).

b) Otras normas administrativas incluyen el decomiso dentro de la propia multa, sin diferenciado de la misma. Así, el art. 228.7 TRLS 1976 que dice que “en las parcelaciones ilegales, el importe de la multa alcanzará […] el beneficio obtenido”.

V. LA RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL DERIVADA DE LA INFRACCIÓN ADMINISTRATIVA.


Es la figura paralela a la responsabilidad civil delictual o derivada de la comisión de delitos y faltas. Debemos distinguir, relación con la misma, entre:

A) Daños y perjuicios generados a la Administración como consecuencia de tal infracción.

a) El art. 28.2 de la Ley 40/2015 dispone que será determinada y exigida por el órgano al que corresponda el ejercicio de la potestad sancionadora. Y añade que si no se paga se aplicará el procedimiento ejecutivo de apremio.


El art. 90.4 de la Ley 39/2015, por su parte, precisa que cuando la cuantía destinada a indemnizar estos daños no hubiera quedado determinada en el expediente, se fijará mediante un procedimiento complementario. 


Tal procedimiento será susceptible de terminación convencional, pero ni ésta ni la aceptación por el infractor de la resolución que pudiera recaer implicarán el reconocimiento voluntario de su responsabilidad. 

La resolución de este procedimiento pondrá fin a la vía administrativa y será inmediatamente ejecutiva.
b) Las normas especiales

-algunas afirman la competencia de la Administración para imponer y concretar el deber de reparación al infractor. Así, por ejemplo, 

-el RDLegis. 1/2001 de Ley de Aguas, en su art. 118.1.

-la Ley 26/2007, de Responsabilidad Medioambiental, en su art. 45.

-Otras incluyen dentro del importe de la multa el importe de la reparación. Así,

-el art. 228.7 TRLS 1976 que dice que “en las parcelaciones ilegales, el importe de la multa alcanzará […] el beneficio obtenido más los daños y perjuicios”.

B) Daños y perjuicios generados a otras personas como consecuencia de tal infracción.

a) Declaran que es competencia de los tribunales civiles el RD decisorio de competencia de 13/1/1917 y la STS, Civil, de 10/11/1924.

b) Sin embargo, el Decreto 506/1971 que aprueba el Reglamento a la Ley 1/1970, de caza recoge la posibilidad de que la Administración exija y tase la daños y perjuicios causados a terceros, tanto en la propuesta de resolución, como en la resolución del procedimiento sancionador (art 49.9, letra d, y art. 49.18, letra b, respectivamente). Tal Reglamento está derogado, pero mantendrá su vigencia en las Comunidades Autónomas que no tengan normativa aprobada en la materia (art. 3 del RD 367/2010).
c) La Ley 26/2007, de responsabilidad medioambiental, en su art. 5, se limita a remitirse a la normativa aplicable en la materia.

VIII.- CUMPLIMIENTO, EJECUCIÓN E IMPUGNACIÓN DE LAS SANCIONES 

A) PAGO DE LAS MULTAS Y PARTICIPACIÓN DE LOS AGENTES EN LOS INGRESOS DERIVADOS DE LAS MISMAS.

1. El pago de las multas, como el de cualquier deuda atinente a la recaudación de ingresos públicos puede realizarse en efectivo, mediante efectos timbrados y en especie, según indica el art. 33.4 del RD 939/2005, que aprueba el Reglamento General de Recaudación.

2. La participación de denunciantes y agentes públicos en el importe de la recaudación de las multas fue reconocida en el Texto de Ley de contrabando de 1964, aprobado por Decreto 2166/1964, que atribuyó, en su art. 97.1.1, dos tercios del importe de las multas en dicho ámbito a los denunciantes, aprehensores y descubridores, en concepto de premio a los mismos. La Ley Orgánica 7/1982 mantuvo tal previsión en su DT3ª, al reconocer a las autoridades, funcionarios y fuerzas a quienes está encomendada la persecución y descubrimiento del contrabando las facultades y derechos que en ese momento tuvieren reconocidos. Y tal precepto ha sido reproducido por la actual Ley Orgánica 12/1995, de reprensión del contrabando, en su DA1ª, punto 1.


Y otras disposiciones, como el art. 103, Cinco, letra b, de la Ley 31/1990, que crea la Agencia Estatal de Administración Tributaria, asigna a ésta como ingreso presupuestario de la misma, no directamente a sus agentes, un porcentaje de la recaudación obtenida; apartado en el que E. GARCÍA DE ENTERRÍA y TOMÁS-RAMÓN FERNÁNDEZ han visto recogido un modo de participación de los agentes de dicha Administración en las multas impuestas en dicho ámbito.


Estos autores han criticado fuertemente la participación en general de los empleados públicos en la recaudación de tales sanciones, por considerarlo contrario al principio de objetividad el art. 103.1 CE. y recogido en materia represiva por el art. 6 del Convenio Europeo de Derechos Humanos.


Pero hay que destacar que el art. 22.5 del RDLeg. 5/2015 del Estatuto del Empleado Público (como antes el mismo art. de la Ley 7/2007) dispone para los empleados públicos, que “no podrá percibirse participación en tributos o en cualquier otro ingreso de las Administraciones Públicas como contraprestación de cualquier servicio, participación o premio en multas impuestas, aun cuando estuviesen normativamente atribuidas a los servicios”.

B) EJECUCIÓN FORZOSA Y SU SUSPENSIÓN.

1. Una sanción tan sólo es susceptible de ejecución forzosa cuando, poniendo fin al procedimiento, no quepa contra ella ningún recurso ordinario en vía administrativa (art. 90.3 de la Ley 39/2015).

2. Por lo tanto, no es necesaria la declaración de suspensión en vía administrativa, cuando se interpone un recurso de alzada, pues la suspensión actuaría de modo automático por no ser posible la ejecución forzosa.


a) No obstante, los arts. 212.3 y 233.1, segundo párrafo, de la Ley General Tributaria disponen que la ejecución de las sanciones queda automáticamente suspendida en periodo voluntario, sin necesidad de aportar garantías hasta que sean firmes en vía administrativa, cuando se interponen recursos administrativos o reclamaciones económico-administrativas.


b) y ello sin perjuicio de la posibilidad prevista con carácter general en la Ley 39/2015 de adoptarse por la Administración medidas provisionales para asegurar la eficacia de la resolución que pudiera recaer, (art. 64.2.e), aparte de su previsión por otros preceptos de nuestro Ordenamiento jurídico (arts. 47 y 49 de la Ley Orgánica 4/2015, de seguridad ciudadana).

3. ¿Pero qué ocurre, una vez que es ejecutiva la resolución sancionadora (por no caber ningún recurso ordinario en vía administrativa), si se interpone recurso contencioso-administrativo?

a) Dice ahora el art. 90.3, segundo párrafo, de la Ley 39/2015 que se podrá suspender (la ejecutividad) cautelarmente, si el interesado manifiesta a la Administración su intención de interponer recurso contencioso-administrativo, de modo que por dicha suspensión automática en vía administrativa pueda el interesado solicitar la suspensión cautelar en vía judicial con ocasión de la interposición del recurso contencioso-administrativo hasta que el órgano judicial la acuerde o la desestime. Pues dice el citado art. 90.3 que dicha suspensión cautelar (automática en vía administrativa) finalizará cuando:

α) Haya transcurrido el plazo legalmente previsto sin que el interesado haya interpuesto recurso contencioso administrativo.

β) Habiendo el interesado interpuesto recurso contencioso-administrativo:

1.º No se haya solicitado en el mismo trámite la suspensión cautelar de la resolución impugnada.

2.º El órgano judicial se pronuncie sobre la suspensión cautelar solicitada, en los términos previstos en ella.
b) En el ámbito sancionador tributario, el art. 233.8 LGT dice expresamente que la suspensión se mantiene en la vía contencioso-administrativa, si se ha solicitado la suspensión en dicha vía y se ha comunicado a la Administración tributaria lo anterior.

c) Y es que la STC 78/1996 había declarado que, si se solicita medida cautelar en la jurisdicción contencioso-administrativa, no cabía ejecución por la Administración hasta que se pronunciase el órgano judicial, pues, en otro caso,

-la Administración estará sustituyendo al órgano judicial y 

-supondrá un impedimento al pronunciamiento por éste sobre la medida cautelar, que lesiona el art. 24.1 CE.

d) Por otra parte, J.R. PARADA VÁZQUEZ ha destacado que no se comprende cómo, en vía penal, en la que los hechos sancionables son más graves, no pueda ejecutarse la sanción hasta que no recaiga sentencia firme, jugando mientras tanto la presunción de inocencia, y, en vía contencioso-administrativa, sí, en la que los hechos objeto de sanción son menos graves. 

Pues –aclaro yo- sería ejecutable la sanción si el órgano contencioso-administrativo desestima la suspensión como medida cautelar o recae una primera sentencia desestimatoria aunque después sea recurrida en vía judicial, dado que las sentencias apeladas son susceptibles de ejecución provisional, salvo que sea susceptible de producir situaciones irreversibles o perjuicios de imposible reparación, según el art. 84 de la LJCA. 
C) PROBLEMAS EN SU IMPUGNACIÓN: LA PROHIBICIÓN DEL SOLVE ET REPETE Y DE LA REFORMATIO IN PEIUS.
1. ¿Puede exigirse que se haya pagado la multa o cumplido la sanción en general, previamente, para poder recurrir? O sea, ¿es admisible el principio solve et repete (paga y después reclama)?

a) La regla del previo pago o cumplimiento de la sanción, como requisito para la admisión de recursos administrativos y recursos contenciosos-administrativos, que venía rigiendo en materia sancionadora antes de la entrada en vigor de la Constitución de 1978 se ha entendido derogada por ésta (SSTS 26/11/1985 y 17/1/1986, entre otras).


b) No obstante, esta derogación queda parcialmente mediatizada por mecanismos tales como el previsto con carácter general en el art. 85.2 de la Ley 39/2015 y en el art. 94 del RDLegis. 6/2015, de pago voluntario de la sanción pecuniaria con reducción de la misma y renuncia a alegaciones y recursos en vía administrativa, sin perjuicio de poder recurrir ya en vía contencioso-administrativa.


El art. 85.2 de la Ley 39/2015 alude a un porcentaje de al menos el 20%, que podrá ser incrementado reglamentariamente.


El art. 94 del RDLegis. 6/2015, que aprueba la Ley de tráfico, circulación de vehículos a motor y seguridad vial, contempla un pago voluntario dentro del plazo marcado (en el acto de entrega de la denuncia o dentro del plazo de 20 días naturales contados desde el día siguiente al de su notificación), con reducción de 50%, que tiene como efectos la renuncia a la formulación de alegaciones; la terminación del procedimiento sin resolución expresa; la renuncia a la interposición de recursos administrativos; el agotamiento de la vía administrativa a efectos de recursos y la consideración de la firmeza en dicha vía con plenos efectos desde el día siguiente al del pago, con vistas a la ejecución; pero la posibilidad de interposición del recurso contencioso-administrativo con plazo a computar desde el día siguiente al del pago. 

En relación con ello, hay que tener en cuenta que en la vía contencioso-administrativa existen tasas judiciales para las personas jurídicas introducidas en virtud de la Ley 10/2012 (aunque diga que no podrá suponer el 50% de la sanción impuesta), que no fueron suprimidas por el RD-Ley 1/2015, como sí lo fueron para las personas físicas; lo cual es por tanto un desincentivo para recurrir tales sanciones en vez de cumplirlas.

2. ¿Es admisible que, si se recurre, la resolución del recurso agrave la sanción? Es decir, ¿cabe la reformatio in peius?

-La posibilidad de que, en la resolución del recurso, se adoptase una solución más gravosa para el recurrente que la que derivaba del acto recurrido se admitía en normas preconstitucionales, con mecanismos tales como 

-la pérdida de depósitos previos exigidos para recurrir, en el caso de que se desestimase el recurso o 

-el incremento de la sanción si el recurso se desestimaba,

con una finalidad de coacción de modo indirecto para que no se utilizasen los recursos.

-Sin embargo, su prohibición

-se empezó a proclamar por el TS a partir del año 1972 (SSTS de 10 de abril y 22 de junio de 1972);

-se afianzó con la aprobación de la Constitución de 1978 y la aplicación del art. 24.1 de la misma (STC 54/1985, FJ. 7, que invocó tal precepto para su prohibición en el orden penal, a la que siguieron otras posteriores; STC 206/1987, FJ 3 y ss. que lo consagró en el orden social en relaciones con las sanciones impuestas por el empresario y revisadas por tal jurisdicción, que no las podrá agravar; y la STS, Contencioso, de 5/12/1987, RJ 9360, Cdo. 2º, que lo aplicó a sanciones administrativas). 

-se incluyó en la Ley 30/1992 expresamente, con carácter general, para cualquier ámbito (art. 115.3), de donde ha pasado al vigente art. 119.3 de la Ley 39/2015.
� STC 39/1997, FJ. 6, párrafo 2, y STC 83/1997, FJ. 4.


� SSTS 28/2/2002, RJ 2002\6989 FJ 3 y 21/1/2003, RJ 2003\1474, FJ 8.


� STS 21/1/2003, RJ 2003\1474, FJ 8.


� STS 28/2/2002, RJ 2002\6989 FJ 3.
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